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INTRODUCCION 

Tema de profundas reflexiones es el de la Libertad 

provisional; figura procesal que implica como requisito pre­

vio la existencia de la prisión preventiva; constituyendo en 

nuestro sistema legal el Derecho Penal como la Ultima Ratio 

por su carácter represivo, afectando los bienes jurídicos de 

mayor valor, después de la vida, tales como: la Libertad, la 

seguridad, la propiedad y otros: de esta manera existe como 

fundamento del mismo la pena privativa de la libertad; luego 

entonces la prisión preventiva es una medida precautoria, n~ 

cesaria para evitar la sustracción a la acción de la justi-­

cia del imputado. 

No pasa desapercibido para nosotros que esta medi­

da conlleva en su práctica graves consecuencias para el suj~ 

to activo, entre tas que pueden enumerarse: la pérdida de la 

libertad, incapacidad para laborar y sostener económicamente 

a quienes dependen de él; así entonces y dada la gravedad de 

este medio cautelai, surge otra figura procesal que permita 

- sin perjuicio de que el proceso continue -, que el imputa­

do pueda disfrutar de libertad, aunque sujeto a determinadas 

restricciones; nos referimos, sin lugar a dudas a la Liber­

tad provisional bajo caución. 



Pretendemos explicar en el capítulo I de este traba­

jo, algunos lineamientos escenciales que permitan comprender -

la importancia de la Libertad provisional, sin pasar por alto 

un breve esbozo histórico, en el que se advierta su trascenden 

cia en los sistemas jurídicos más destacados. 

Nuestra Legislación como todas las actuales, preveen 

y reglamentan el Derecho a la Libertad provisional bajo cau- -

ción, aunque esté sujeto a condiciones y restricciones, tales 

como la gravedad del delito, condiciones personales del delin­

cuente, monto de la garantía y momento procesal en que ha de -

solicitarse y otras más. De manera acuciosa comentaremos los 

diversos ordenamientos legales que regulan la concesión de la 

Libertad provisional, circunstancias todas ellas que abordare­

mos en el Capítulo II de esta investigación. 

La Ley procesal en la materia señala como medios pa­

ra garantizar la libertad provisional: el depósito en efecti­

vo; la caución hipotecaria sobre bienes inmuebles que represen 

ten un valor doble del monto de la garantía; la fianza perso­

nal, y la prenda; asimismo, en el capítulo III queremos exte­

riorizar diversas inquietudes en torno a la modalidad de la g~ 

rantía a que refiere el artículo 562 del Código de Procedimien 

tos ~enales para el Distrito Federal, y que en la práctica se 

denomina: en parcialidades. El legislador -a nuestro enten­

der-, estableció esta forma de garantía, con la finalidad de -



resolver y evitar la sobrepoblación en los reclusorios preven 

tivo~ de esta Ciudad; es decir, está encaminada a facilitar a 

los procesados para que obtengan su libertad provisional, cuarr 

do éstos dadas sus condiciones económicas no puedan exhibir la 

garantía en un sólo momento; pudiendo hacerlo en las llamadas 

P~RCIALIDADES; las cuales el Organo Jurisdiccional fijará a su 

criterio, sujetándose a los lineamientos que la ley procesal -

en la materia determina. 

Nuestro estudio está encaminado a hacer algunas re­

flexiones a esta figura procesal, constituyendo uno de los ob­

jetivos demostrar, que en la praxis, por diversas razones, co­

mo son: la ignorancia o por imposibilidad de satisfacer los rg 

quisitos señalados por el numeral 562 del Código Adjetivo en -

la materia, que los defensores, tanto de oficio como particul~ 

res hacen caso omiso para solicitar la libertad bajo esta mod~ 

lidad, lo que repercute en que muchos encauzados permanezcan -

privados de su libertad. 

La Libertad constituye un bien jurídico de inmenso -

valor y debe legislarse en términos de equidad y justicia, que 

permitan su disfrute. Estamos concientes de los defectos y c~ 

rancias que la presente tesis tiene, sin que lo anterior sea -

tomado como excusa; pero representa ante todo un esfuerzo por 

superar una etapa académica, buscando el conocimiento, expli­

cación y solución a un problema jur!dico actual, teniendo como 

directriz los valores fundamentales del Derecho, la Justicia,­

la igualdad y la buena fe. 



CAPITULO I 

LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA LIBERTAD PROVISIONAL 

BAJO CAUCION 

1.1 CONCEPTO 

Bajo la complejidad que nos acompaña, el universo 

jurídico, modestamente nos vamos a atrever a realizar algunas 

reflexiones jurídicas sobre la "Libertad Provisional Bajo Ca.!! 

ci6n 11 , en tal sentido, por cuestiones de método, partiremos -

de lo abstracto a lo concreto y de lo concreto a lo abstracto, 

es decir, trataremos de explicar la generalidad del fenómeno 

que nos ocupa para que en el transcurso de nuestra exposición 

esclarezcamos las particularidades o detalles del mismo fen6-

meno que abraza uno de los principales y más importantes de -

los derechos del hombre. 

11 La corrección de los males que causa la más carac­

terística medida precautoria del procedimiento penal, la pri­

sión preventiva, o incluso la exclusión de aquella se obtiene 

mediante la libertad provisional. En nuestro derecho la hay 

bajo caución (garantía material, en amplio sentido: hipoteca, 

prenda, dep6sito, fianza) o bajo protesta (en que el bien ma­

terial se sustituye por la palabra de honor del inculpado). 
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Las reformas de 1971, al procedimiento penal establecieron la 

libertad previa, ante el Ministerio Público, en ciertas hipó­

tesis. La liberación provisional por mandato judicial, forma 

entre los derechos fundamentales del imputado, al amparo de -
( 1) 

la fracción J, DEL ARTICULO 20 Constitucional". 

"Bajo este rubro, (el de libertad provisional~ nos 

referimos a las tres formas de libertad provisional que se -

plantean en la secuela del procedimiento criminal, sea duran-

te el período administrativo que precede al proceso en rigur2 

so sentido, sea en el curso del proceso mismo: libertad bajo 

caución, libertad bajo protesta y libertad previa, esta Últi­
(2) 

ma de reciente ingreso en nuestro Derecho Punitivoº. 

Me permito hacer una breve mención de las formas de 

libertad que rigen en nuestro derecho, puesto que dos de ellas 

(libertad bajo caución y libertad previa) se otorgan mediante 

una garantía económica, es decir, por medio de una caución. -

Por lo que considero pertinente hacer la presente anotación al 

respecto; para poder abordar de manera más concisa lo referen-

te a la libertad bajo caución. 

(1) García Ramlrez, Sergio y Adato de !barra Victoria.- "Pron 
tuario del Proceso Penal Mexicano".- 6• edición.- Edito-­
ria! Porrúa.- México 1991.- Pág. 140. 

(2) Idem, Pág. 142. 
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Por l_o que la libertad previa para el jurista Sergio 

García· R'amLi:ez ... se trata de 1 "Una nueva forma de libertad 

cautelar, caucionada fue introducida por la reforma de 1971 al 

_Código Disttital de Procedimientos Penales. Esta distinta li­

beración ofrece la singularidad de que su otorgamiento compete 

al Ministerio Público, esto es, se otorga en fase de averigua-

ción previa, al tenor del artículo 271 del Código de Procedi-

mientes Penales. Se ha tratado aquí de afrontar, desde cierta 

vertiente, los problemas que causa la moderna y extendida de­

lincuencia culposa con motivo del tránsito de vehículos. No 

hay en la especie, como bien se advierte, una criminalidad pe­

ligrosa que amerite sanciones severas y regímenes cautelares -

rigurosos"' 

'''Se ha puesto en manos del Ministerio P6blico, la 

liberación de referencia, siempre que el infractor otorgue g~ 

rant!a y cuando, además no hubiese mediado abandono del o de 
(3) 

los lesionados ... ''' 

De tal manera que, así como la prisión preventiva es 

una medida cautelar o precautoria misma que tiene su origen en 

la necesidad social de preservar el fin del proceso penal y de 

ésta manera asegurar la ejecución de la pena, la libertad pro­

visional bajo caución viene a ser la forma mediante la cual se 

(3) Idem, 
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va a contrarestar los efectos de la prisión preventiva, y des­

de esta Óptica tenemos que el jurista Rafael Pérez Palma sos-

tiene: ... •La libertad provisional bajo fianza o bajo cau- -

ci6n que se concede a una persona en tanto en el proceso se 

discute en qué incurrió o en qué pudo haber incurrido, tiene 

dos aspectos uno, el de orden constitucional, consignado como 

garantí.a en la Fracc. I, del Art. 20 de nuestro Código Polí ti-

co, y otro, procesal, que no consiste en otra cosa más, que la 
(4) 

simple regulación que la ley hace de aquella garantía 11
• 

Sin embargo, la prisión preventiva, a pesar de ser 

una medida necesaria, acarrea para el acusado graves consecuen 

cias, como lo son, la pérdida de su libertad, el alejamiento -

de su centro de trabajo, la incapacidad para seguir cumpliendo 

las obligaciones alimentarias para con aquellos que dependen -

de él económicamente, la privación de las comodidades de que -

se haya logra'do rodear en la vida, de sus costumbres y de sus 

distracciones habituales. 

Por otra parte, el proceso se inicia generalmente -

fundado en presunciones de culpabilidad, en indicios, es de-

(4) Pérez Palma, Rafael.- "Guía de Derecho Procesal Penal".-
3• edición.- cárdenas Editor y Distribuidor.- México - -
1991.- Pág. 540. 
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cir en circunstancias tales, en las que solamente por excep-

ción será posible anticipar el resultado final del proceso. 

Así pues, ante la gravedad que significa la prisión 

preventiva, lo incierto que resulta el final del proceso y la 

ineludible necesidad del aseguramiento de la persona del in­

culpado, se ha pensado en una medida provisional, 
1

en una si-

tuación transitoria, en la que, sin perjuicio de que el proc~ 

so continúe, el inculpado pueda disfrutar de libertad, aunque 

sujeto a determinadas restricciones, y se encuentre en mejo-

res condiciones para atender su defensa. Esa medida es la de 

libertad bajo de fianza o caución, establecida como garantía 

de orden constitucional en el párrafo del precepto que se an~ 
(5) 

liza". 

De lo anterior se desprende que para el autor en -

cita, la libertad provisional bajo caución o bajo de fianza -

es el medio por el cual un imputado de algún delito, puede tg 

ner la posibilidad de permanecer fuera de prisión, en tanto -

se comprueba su responsabilidad en la comisión de determinada 

conducta sancionada por nuestras leyes punitivas con pena pri 

vativa de libertad. De esta manera, el imputado de un delito, 

puede gozar de libertad en forma transitoria, con algunas re~ 

tricciones, sin perjuicio de que el juicio siga su marcha no.o. 

(5) Idem, Pág. 54!. Pérez Palma. 
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mal, con la mira a que el imputado se encuentre en mejores con 

diciones de atender su defensa. Medida considerada por. nues­

tras leyes, con una garantía establecida en la Constitución. 

Para el autor Rivera Silva, esta figura jurídica es: 

"La libertad es algo de lo más preciado para el hombre. El li­

beralismo se dió tónica privilegiada y a partir de ese momento, 

todas las Constituciones, basadas en la corriente liberal, lu­

chan por protegerla. Es tan exagerada la inquietud de prote­

ger la libertad, que se extiende hasta los inculpados, encon­

trándose en todas las l~gislaciones modernas, cierta inclina­

ción por concederles, hasta donde sea posible, el goce del 

"" bien 1111 que hemos citado. Nuestra Constitución también es 

protectora de la libertad de los inculpados y entre las insti­

tuciones que ha previsto para favorecer ésta se halla la libe~ 

tad provisional bajo caución, cuya mira es concederla en todos 

aquellos casos en que esa concesión no dañe la buena adminis­

tración de justicia. La prisión preventiva tiene por objeto 

evitar una posible evasión de la justicia y en tanto que ello 

puede lograrse recurriendo a otros medios que no perjudiquen -

la libertad, se les deben dar cabida. Es éste el fundamento 

del incidente de libertad bajo caución, el cual, en términos 

sumamente generales, se puede definir como el procedimiento -

promovido por el inculpado, su defensor o su legítimo represerr 

tante, en cualquier tiempo ( Arts. 557 del Código del Distrito 
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y 400 del C6digo Federal) y con el objeto de obtener su liber­

tad' med'iante cauci6n económica que garantice la sujeción del -
(6) 

propio inculpado a un órgano jurisdiccional". 

De lo anterior se desprende, que para el autor en -

cita, la libertad provisional bajo caución es el medio tramit~ 

do a manera de incidente ante el órgano jurisdiccional, por m~ 

dio del cual el inculpado puede obtener su libertad, una vez -

que éste haya garantizado económicamente que no evadirá la ac­

ción. de la justicia, ya que de esta manera, se asegura su sujg 

ción ante el órgano jurisdiccional que se la otorgó. 

En este órden de ideas al decir de García Ramírez, 

... ''La libertad que ahora nos ocupa pretende resolver la anti-

monia de intereses que se plantea entre la sociedad y el indi-

viduo, pues mientras aquella exige el castigo de los delitos y 

la protección de sus miembros contra los ataques de sujetos p~ 

ligrosos, éste reclama, en bien de la justicia que no se le 

prive de la libertad hasta que se haya esclarecido su respons~ 

bilidad concreta por un hecho delictuoso. Semejante contras-

te se resuelve, en cierto modo, gracias a la instituci6n que 

venimos examinando, ya que por ella al tiempo que se limita la 

libertad del sujeto, de manera mucho menos intensa que en la -

(6) Rivera Silva, Manuel.- "El Procedimiento Penal".- 15• edi­
ción.- Editorial Porrúa.- México 1985.- Pág. 358. 
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hipótesis de prisión preventiva y se aseguran los fines del -

proceso, se permite al inculpado permanecer fuera de la pri­

sión. De ello se sigue que este instituto está llamado a am-

parar a un tiempo los derechos de la sociedad y los de la pe.!'. 
(7) 

sana hurnana. 11
• 

Por lo que para este autor la libertad provisional 

bajo caución se trata de una institución que aspira a resol­

ver sobre la oposición de intereses que se suscitan entre la 

sociedad corno ente colectivo y por la otra parte, el indivi-

duo que infringe la ley hasta en tanto se comprueba su respon 

sabilidad, permitiéndole de esta manera estar fuera de pri- -

sión, gozando de una libertad personal "limitada", y de esta 

forma asegurar los fines del proceso y con ello los de la so-

ciedad misma. 

De tal manera que nos encontramos ante una figura -

jurídica de trascendental importancia, ya que resuelve sobre 

el bien más preciado que puede tener el hombre, que le es na-

tural y que la propia ley le reconoce, y sí por circunstan- -

cias previstas en la ley se le priva lícitamente de ella dá -

origen a esta figura jurídica, que es la libertad provisional 

(libertad limitada), previa la satisfacción de determinados -

(7) García Ramírez, Sergio. - 11 0erecho Procesal Penal". - 4" 
edición.- Editorial Porrúa.- México 1983.- Pág. 476. 
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requisitos consagrados por la ley. 

Por su parte Arilla Bas sostiene •.. 11 Las leyes, según 

se :9pin'a, generalmente establecen y reglamentan la libertad 

Cauciona!, conciliando dos intereses opuestos: el interés pú--

blico de que el procesado permanezca en prisión preventiva du-

rante el proceso, con el fin de garantizar la efectividad de -

la sentencia, y el interés privado del procesado, quien tiene 

derecho a que se presuma su inocencia en tanto no 11aya sido 

condenado por sentencia ejecutoriada. Sin embargo, pensamos -

que esta tesis no ha inspirado la teología de la fracción I 

del artículo 20 Constitucional, ya que el auto de formal pri-

sión establece una presunción de inocencia. El fundamento de 

la libertad caucional radica en el hecho de que el interés pú-

blico de garantizar la efectividad de la sentencia admite una 

graduación de mayor a menor, de acuerdo con la gravedad del d~ 

lito de menor gravedad, la prisi6n preventiva puede ser susti-

tuida por la caución, es decir la pignus corporis se cambia 
( 8) 

por la pignus pecuniae, la prisión por el dinero. 

Del pensamiento de este autor, se desprende que la -

libertad caucional, lleva consigo dos valores que son: tanto -

la protecci6n del interés público en el sentido de que se ase-

( 8) Cfr. Arilla Bas,Fern~ntlo. "El Procedimiento Penal en México. -
11• edici6n.- Ed. Kratos, s. A. de c. V.- México 1988.­
Págs. 186 



gura a la sociedad de garantizar que la propia ley no se verá 

quebrantada por conductas antisociales castigadas por la misma, 

no quedando delito sin castigo, y por la otra parte el derecho 

individual del que infringió la ley, de que no se le prive de 

su libertad personal hasta que no se le encuentre culpable de 

una conducta sancionada por la ley. Por lo que al infractor -

de la misma habrá de garantizar económicamente, que no evadirá 

la acción de la justicia, es decir, que en lugar de la prisión 

preventiva, dejará en su lugar, otro de los bienes más precia­

dos por el hombre, que es el dinero; por lo que la pena corpo­

ral se va a sustituir por otra, la pecuniaria. Con lo que se 

va a asegurar que a quien se le concede ese beneficio o dere­

cho, no habrá de sustraerse de los fines del proceso. Obvia­

mente, que siendo la conducta realizada por el infractor de la 

ley considerada como de menores consecuencias, es decir de me­

nor gravedad, será cuando este derecho a de venir en su ayuda, 

y poder gozar del citado beneficio. 

Por nuestra parte, consideramos que el concepto de 

libertad provisional bajo caución es el siguiente: 

La Libertad provisional Bajo Caución es una garan­

tía constitucional, que permite al inculpado de un delito, pe~ 

manecer fuera de prisión mientras se comprueba su responsabili 

dad en un hecho determinado, debiendo garantizar que no evadi­

rá la acción de la justicia mediante una garantía de naturale-
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za econ6mica, que le permitirá gozar de una libertad limitada, 

es decir sujeta a determinadas restricciones que le impondrá -

la autoridad para asegurar los fines del proceso. 

1.2 NATURALEZA JURIDICA 

Como notas esenciales de la naturaleza jurídica de -

la Libertad Provisional Bajo Caución, podemos señalr las si- -

guientes: Es una medida precautoria o cautelar, de seguridad 

jurídica, procesal de Índole personal. Además de éstas carac­

terísticas fundamentales encontramos que dentro de nuestra le­

gislación positiva, encuadra en la rama del Derecho Público y 

encierra un Derecho Subjetivo PÚblico. 

a) Es una medida cuatelar o precautoria porque son 

deligencias propias o preparatorias a la iniciación misma del 

proceso. En todos los casos los expedientes que se formen por 

estas tramitaciones deberán en su oportunidad, agregarse en m~ 

chas casos como verdaderos presupuestos o al menos anteceden­

tes al expediente principal del proceso respectivo. 

b) De seguridad jurídica procesal ya que por medio 

de ella se costituye una garantía, que a criterio del juez de­

be ser suficiente para reparar el daño causado, desapareciendo 

con ello las restricciones, que para la libertad individual, -



suponía la detención y la prisión, quedando la libertad del ig 

dividuo sólo vinculada a los fines del proceso, constituyendo 

la obligación de comparecer en los días que le fueran señala­

dos por la resolución correspondiente, y además cuantas.veces 

fuere llamado ante el juez o tribunal correspondiente que co-

nazca de la causa en que esta siendo procesado. (art. 567, D. 

F. 411 Fed.). 

e) De Índole personal, puesto que su constitución sQ 

lo puede beneficiar al propio procesado. 

d) Es un Derecho Público, porque entraña un aspecto 

normativo que obliga al Estado u Organo de él dependiente a cg 

nacer al gobernado el goce o disfrute de la garantía, siendo -

por otra parte para éste Último solamente facultativo o permi-

sivo el aceptarla o no. (art. 568 del Código de Procedimien­

tos Penales del Distrito Federal y 412 del Código de Procedi­

mientos Penales Federal). 

e) Es un Derecho Subjetivo Público, porque de acuer-

do con el maestro Burgoa, se impone al Estado y a sus autorida 

des, las que como sujeto pasivo de la relación que implica la 
(12) 

garantía individual, están obligados a respetar su contenido. 

(12) Burgoa Orihuela, Ignacio.- ''Las Garantías Individuales 11
.­

Editorial Porrúa, 19• edición.- México 1985.- P6g. 155. 
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Por otra parte para el autor Jorge Alberto Silva -

Silva al respecto de la naturaleza jurídica de la libertad -

bajo·cauci6n, opina: "El disfrute de la libertad mediante -

cauci6n implica que una persona se constituya frente al Est~ 

do (a través del Tribunal o Ministerio PÚblico) como fiador 

de un proceso o potencial procesado, con la condición de que 

si incumple con las obligaciones que el Estado impone, perd~ 

rá el monto con que aseguró el cumplimiento de las mismas. 

En este acto jurídico es posible identificar tres 

sujetos: el Estado, que es el fiado; el fiador, y el bene­

ficiario (el privado de la libertad). 

Respecto a la naturaleza jurídica, podemos plantea~_ 

nos dos hipótesis: o se trata de un contrato de fianza, o - -

bien de un gui6n administrativo. 

Creemos que la naturaleza jurídica de la libertad -

bajo caución es la de un guión administrativo, porque la li­

bertad del fiador, al celebrar el acto, no tiene los mismos 

alcances que el de un contrato de 
1

fianza. Al ser de naturalg, 

za administrativa y no civil, no es fácil imaginar la lesión 

del acto. 

Además, el fiador penal no es un deudor secundario, 

sino directo. En consecuecia, no es posible que (en el caso 
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de-darse) denuncie el pleito entre Estado y fiador a su supue~ 

to deudor principal (fiado); tampoco es un contrato accesorio; 
(13) 

ni privan los beneficios de orden y excusión". 

De tal manera que para el autor en cita la naturale-

za jurídica de la libertad provisional bajo cauci6n es una es-

pecie de guión administrativo, no civil porque no cuenta con -

los elementos necesarios para considerarse civil, ya que el 

fiador penal no es un deudor secundario, sino directo, dado 

que en algún momento no tendría personalidad para entablar·un 

juicio o pleito entre el Estado y fiador a supuesto deudor 

principal (fiado). 

Concepción con la que no estamos de acuerdo, porque 

la caución, no siempre se va a garantizar en la modalidad de 

fianza (otorgada por una instituci6n autorizada) ya que la mi~ 

ma la va a garantizar el propio procesado y en él cabrían las 

dos personalidades de fiador y fiado, y realmente él es el únl 

ca responsable de perder la caución que exhibe para garantizar 

su libertad provisional. 

(13) Silva Silva, Jorge A.- "Derecho Procesal Penal".- Ed. -
Harta.- México, 1989.- Pág. 519. 
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1;3 GENERALIDADES HISTORICAS 

El problema de la libertad provisional bajo caución 

se planteó desde tiempos remotos, de tal suerte, que en la 

Ley de las Doce Tablas (primer monumento legislativo del pue-

blo romano) aparece, de manera vaga cierta reglamentación de 

esta figura jurídica. ''En efecto en la II Tabla de la citada 

Ley, se previno que si el acusado presenta a una persona que 

responda por él, dejarlo libre; que un hombre rico preste caB, 

ción por un hombre rico, pero todo hombre puede prestarla 

por un ciudadana poble. Esto revela que la consagración del 

principio de humanidad que entraña la libertad provisional, -

no constituye un adelanto en la evolución del derecho contero-

poráneo, si compararnos las legislaciones antiguas que la con­

cedían sin limitaciones y porque no era el reconocimiento de 
(14) 

un favor, sino una gracia concedida a todo ciudadanoº. 

"La Ordenanza francesa de 1670 reglamentó, en forma 

restringida, la libertad provisional, que años más tarde ex-

tenderían, de modo muy dilatado, el Código Brumario y la Ley 

de Thermidor, año VI, rehusándola sólo a personas sin domici­

lio y a vagabundos. El Código Napoleón, a su vez, la negó en 

los supuestos de los delitos que aparejasen pena aflictiva o 

(14) González Bustamante, José Juan. -ºPrincipios de Derecho Proce 
sal Penal".-Editorial Porrúa. México, 1991.-Pág.322 
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infamante. Pero un siglo atrás (1701), en Escosia se había 

expedido una ley haciendo posible la solicitud de la liber-

tad provisional, salvo en caso de crímenes sancionados con-

pena de muerte; sin embargo esta lÍmitación tampoco fue ab­

soluta, ya que la corte superior podía salvarla.•(l
5

l 

De tal suerte que desde tiempos remotos esta fi 

gura jurídica ha tenido vigencia, obviamente, que a través 

del tiempo ha evolucionado en las diferentes épocas de la -

humanidad y a consagrarse como una de las más importantes -

garantías de hombre y como tal es llevada a nuestra legis~ 

ción por lo que consideramos hacer menci6n de la misma, a -

partir de la Constitución Española de Cadíz de 1812 ya que-

estableció la libertad provisional bajo caución aunque no -

con el carácter, ni la reglamentación que a la fecha tiene; 

y en su articulo 295 disponía: "No será llevado a la cárcel 

él que dé fiador en los casos en que la ley no prohiba ex--

presamente que se admita la fianza 11
• Por otra parte el ar-

tlculo 296 establecía: 11 En cualquier estado de la causa que 

aparezca que no puede imponérsela al reo pena corporal, se-

le pondrá en libertad dando fianza." (16) 

Resulta obvio, que en el citado cuerpo legal,no 

(15) García Ramírez, ob. cit., pág. 476. 

(16) •Las Constituciones de México".-2da. edición.-cómite 

de Asuntos Editoriales.- México, 1991. 
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xiste un lineamiento definido para el otorgamiento del benef i­

cio que se estudia, ya que la atribución del mismo se concret~ 

ba al sólo requisito de que el imputado de un delito diera fi~ 

dar, siempre y cuando no existiera alguna ley del orden común 

que lo prohibiera; por otra parte el artículo 296 ya sujetaba 

su otor9amiento a aquellos casos en los que no fuera proceden-

te la imposición de pena corporal. 

Es hasta el año de 1822, cuando por medio del "Re9l_<: 

mento provisional Político del Imperio Mexicano 1822 11
, que qug, 

da abolida formalmente la Constitución Española de Cadíz. En 

este ordenamiento se destaca la Sección Quinta, dedicada al P2 

der Judicial de la Federación, misma que en el Capítulo Prime-

ro, consagrado a los Tribuanales de Primera Instancia, detalla 

en forma clara y precisa la Libertad Provisional Bajo Caución. 

En efecto, el artículo 74 del citado ordenamiento con 

signa la libertad bajo fianza en la forma siguiente: "Nunca se­

rá arrestado el que dé fiador en los casos en que la ley no pr2 

híba admitir la fianza; y este recurso quedará expedito para --

cualquier estado del proceso en que conste ~o haber lugar a la 
( 17) 

imposición de la pena corporal". 

( 17) Cfr. Tena Ram!rez, Felipe. "Leyes Fundamentales de México". -
6• edición.- Ed. Porrúa .- 1975.- Pág. 109 
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Este artículo contiene los dos principios enunciados 

a1·estudiar la Constitución de Cad!z, aunque incluidos en un -

sólo precepto. 

Por su parte las "Siete Leyes Constitucionales de 

121§.", (que en rigor debieran denominarse las "ocho leyes" por 

lo que de las bases que la precedió en 1835), dedican la Quin­

ta de ellas al Poder Judicial de la República Mexicana, y en -

su apartado destinado a las Prevenciones Generales sobre la A& 

ministración de Justicia en lo Civil y en lo Criminal, regula 

aunque no en forma específica el derecho que venimos estudian-

do, al establecer en su artículo 46, una indudable referencia 

a la libertad caucionada, ya que aunque dicho dispositivo no 

habla en forma expresa de fianza, por el capítulo en que se en 
cuentra reglamentada y dados los antecedentes constitucionales 

de esta compilaci6n debe deducirse que al decir: ''Cuando_en el 

progreso de la causa y por sus constancias particulares, apar~ 

ciese que el reo no debe ser castigado con pena corporal, será 

puesto en libertad, en los términos y con las circunstancias -

que determinará la ley". 

cie de caución. 

(18) 
Se alude seguramente a una espe-

"Proyecto de Reformas de 1840", expedido el 30 de j!!, 

nio de 1840, por el Supremo Poder Conservador, este ordenamie~ 

(18) Cfr. Idem,, cág. '10, Tena Ram!rez. 
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to regula el beneficio materia del.presente estudio, en la 

fracci6n V, del artículo 9 11 sic 1', al asentar: ''Que no puede 

ser detenido, ni permanecerá en prisión, dándo fianza, siem­

pre que por la calidad del delito o por las constancias del 

proceso aparezca que no·puede imponer según la Ley pena cor-

peral". En este proyecto se recogen los principios regla-

mentarios de la libertad bajo fianza, consistente en que se 

conceda el beneficio cuando el procesado no se le pueda imp~ 
( 19) 

ner pena de prisión. 

''Primer Proyecto de Constituci6n de 1842 11 , en el -

año de 1842, se formularon dos proyectos de constitución y 

ambos se ocuparon de reglamentar de manera similar el tema -

de la libertad provisional bajo caución. En el primer pro­

yecto dedicó el Título Primero a las Garantías Individuales 

y la fracción VII del artículo 7 postula la libertad bajo 

fianza en los siguientes términos: 11 No puede declararse pre­

so a un individuo sin que preceda una información sumaria por 

escrito, y sólo cuando en ella resulten nuevos indicios o se 

corroboren legalmente los anteriores ni podrá conservársele 

en detención o prisión dando fianza, siempre que la calidad 

del delito, o de las constancias procesales aparezca que no 
(20) 

se le puede imponer pena corporal''· 

(19) Ibidem. Tena Ramírez. 

( 20) ro1<.iern, Tena Ramírez. 
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Como se podrá observar, este proyecto sigue los li­

neamientos trazadoS por los anteriores ordenamientos. 

"Voto Particular de la Minoría de la Comisión Cons-

tituyente de 1842 11 , ante el gran caos que reinaba por aquel -

entonces en el país, todos querían dar su aportación para elª 

borar una nueva constitución que rigiera los destinos de la -

Nación. Por lo que debido a las discrepancias que existían -

entre los mismos legisladores, se elaboraron, como ya ha que-

dado establecido en el párrafo anterior 2 Proyectos de Constl 

tución y el Voto que ahora nos ocupa. Este cuerpo legal rec2 

pila en la Sección Segunda del Título Primero los derechos in 
dividuales del hombre y del ciudadano; y en forma específica, 

detalla en la fracción X del artículo 5 la libertad provisio-

nal bajo fianza al formular: "Cuando por la calidad del del! 

to por las constancias procesales aparezca que no se puede !fil 

poner, según la ley pena corporal, se pondrá en libertad al -

presunto reo, bajo de fianza, o en su defecto en otra caución 
(21) 

legal". 

Esta norma sigue las directrices de la Constitución 

Española de Cadíz. 

Por su parte las 11 Bases de Orqanizaci6n Política de 

( 21) Tui~""'• 308. ·I'ena !l3mÍrez. 
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la República Mexicana de 1843 11 , sancionadas por Antonio LÓpez 

de Santana el 12 de Julio de 1843 y publicadas el 14 del mis-

mo mes y año, consagran el beneficio citado, en su Título II, 

artículo 9 fracci6n IX al formular: "En cualquier estado de -

la causa, en que aparezca que al reo no puede imponérsele p~ 
(22) 

na corporal, será puesto en libertad dando fianza". 

Realmente, hasta este momento, no se ha definido, -

ni delineado la libertad caucionada. 

En la época en que fué Presidente de la República -

Don Ignacio Comonfort se expidi6 el 15 de Mayo de 1856, el 

"Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana de -

1856", mismo que consagraba en su artículo 50 la garantía en 

cuesti6n al establecer: "En los delitos que las leyes no ca~ 

tiguen con pena corporal, se pondrá al reo en libertad bajo -
(23) 

fianza 11 • 

Por lo que este ordenamiento sigue los mismos line~ 

mientes de la constituci6n de 1812. 

Todavía siendo presidente de la República Mexicana 

Don Ignacio Cornonfort, fue jurada la "Constitución Política -

( 2 2 l Ibid~m, 408. Ten" Ra"!lír"?~ 

( 23) Ibidem, 609. Tena Ramírez 
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de los Estados Unidos Mexicanos el 5 de febrero de 1857 11
, mi§ 

ma que se promulgó el 11 de marzo del mismo año. La misma es 

de singular importancia dentro del Derecho Constitucional ac-

tual, ya que muchos de sus preceptos sirvieron de base e ins-

piración al c. Jefe del Ejército Constitucionalista Don Venu~ 

tiano carranza al promulgar la Constitución de 1917. De tal 

manera que en el artículo 18 del citado ordenamiento se hace 

una reminicencia de disposiciones contenidas en algunas leyes 

ya comentadas y se puntualiza la cuestión especificando: 11 Só­

lo habrá lugar a prisión por delito que merezca pena carpo- -

ralo En cualquier estado del proceso que aparezca que al acB, 

sado no se le puede imponer tal pena, se pondrá en libertad -
(24) 

bajo de fianza". 

Como se puede apreciar la Constitución de 1857, en 

esta materia es inferior a la de 1812 y al Reglamento Provi­

sional de 1822, que disponen una protección mayor al ciudada-

no acusado de un hecho delictuoso, otorgando más amplitud a -

la garantía que reglamentan las prevenciones concernientes. 

Finalmente después de inumerables críticas nace el 

artículo 20 Constitucional publicado en el Diario Oficial el 

lunes 5 de Febrero de 1917, el cual en su fracción I estable-

cía: 

( 24) !bid.,,., Tena Ramírez. 
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"En todo juicio del orden criminal, ·tendrá -e1 ·acusa 

do las siguientes garantías: 

r.- Inmediatamente que lo solicite será puesto en 

libertad bajo de fianza hasta de diez mil pesos. s~ 

gún sus circunstancias personales y la gravedad del 

delito que se le impute, siempre que dicho delito -

merezca ser castigado con pena mayor de cinco años 

de prisión y sin más requisitos que poner la suma -

de dinero respectiva a disposición de la autoridad, 

u otorgar caución hipotecaria o personal bastante -
(25) 

para asegurarla''· 

De las principales crí"ticas a este artículo que ma.!:_ 

ca !novaciones trascendentales, que transformarían por compl~ 

to el sistema de enjuiciamiento penal en toda la ·República, -

por caracterizarse, más liberal y más humano, ya que se pre-

tende apoyar a la persona que se encuentra privada de su li­

bertad, dándole oportunidad de tener una defensa más justa, -

ya que este artículo además de proporcionarle permanecer fue­

ra de prisión mientras es juzgado, en sus demás fracciones le 

brinda otra serie de garantías. 

De tal suerte que se atacaba la fracción que veni-

( 25) "Historia del Congreso Extraordinario Constituyente de 
1856 y 1857", por Francisco Zarco.- Comité de Asuntos 
Editoriales.- México.- 1990.- Tomo II.- Pág. 709. 
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mes estudiando, porque se sostenía: Que en un país como el -

nuestro donde la mayoría de los acusados son insolventes, no 

podrán obtener su libertad ~ajo caución, sino con fianza per­

sonal, y como el precepto no determina los casos en que debe 

aceptarse esta garantía el lugar del depósito pecuniario o de 

la hipoteca, quedará siempre al arbitrio de los jueces negar 

la gracia de que se trata. 

Posteriormente esta importante garantía sufre, otra 

reforma, misma que fuera publicada en el Diario Of~cial el 2-

de diciembre de 1948, para quedar como sigue: 

"Art. 20.- En todo juicio del orden criminal tendrá 

el acusado las siguientes garantías:· 

I.- Inmediatamente que lo solicite será puesto en 

libertad bajo fianza que fijará el juez tomando en 

cuenta sus circunstancias personales y la gravedad 

del delito que se le impute, siempre que dicho deli 

to merezca ser castigado con Pena cuyo término me­

dio aritmético no sea mayor de cinco años de pri­

sión, y sin más requisito que poner la suma de di­

nero re'spectiva, a disposición de la autoridad u o­

torgar caución hipotecaria o personal bastante para 

asegurarla, bajo la responsabilidad del juez en su 

aceptación. 

En ningún caso la fianza o caución será mayor de -
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$250,000.00, a no ser que se trate de un delito que 

represente para .su autor un beneficio económico o -

cause a la víctima un daño patrimonial, pues en es­

tos casos la garantía será, cuando menos, tres ve-

ces mayor al beneficio obtenido o al daño ocasiona­
( 26) 

do 11
• 

En esta reforma es notable, el aumento del monto de 

la caución, mas el siguiente criterio, de aumentar cuando me-

nos en tres tantos del beneficio obtenido o del daño causado 

a la víctima; situación que ya rebasa el monto señalado como 

máximo en los casos de beneficio económico o daño causado, c2 

sa que viene a ser de difícil interpretación, pues aquí ya no 

tomará en consideración las circunstancias personales, o la -

gravedad del delito o en este punto sólo se refiere al monto 

de los daños causados o del beneficio obtenido por el acusado. 

Por Último esta importante garantía tuvo una segun-

da reforma misma que fuera publicada en el Diario Oficial el 

14 de Enero de 1985, misma que en la exposición de motivos pa-

ra dicha reforma se argumenta lo siguiente: 

''El artículo 20 Constitucional establece importantes 

derechos públicos subjetivos del inculpado, que representan g~ 

(26) 11 Las Constituciones de México 1814-1991".- 21 edici6n.­
Comité de Asuntos Editoriales.- México.- 1991.- Pág. 806 
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rantías .. esenci~a.les ,para éste y aseguran la debida. impartici6n 

de· JusÚci~~;en niateú~ penal. 

"La fracci6n I del citado artículo regula la liber­

tad provisional mediante cauci6n ante los 6rganos jurisdiccio 

nales. Se trata de una institución con la que se procura ar-

monizar, en forma equitativa, los intereses de la sociedad, -

los derechos del procesado, los intereses patrimoniales del -

ofendido y la buena marcha del procedimiento". 

''En la actualidad la fracción I del artículo 20 re-

conoce al inculpado la posibilidad de obtener libertad bajo -

fianza, cuando se le impute la comisión de un delito sancion~ 

do con pena de prisi6n cuyo término medio aritmético no exce-

da de cinco años 11 , 

"Independientemente de que, por razones de técnica 

jurídica, es preferible hablar de cauci6n y no de fianza, --

puesto que ésta es sólo una especie de aquella, es necesario 

definir, para encausar el correcto otorgamiento de este ben~ 

ficio procesal, resolviendo dudas y evitando interpretacio­

nes encontradas, que se tornará en.cuenta el delito efectiva­

mente cometido, según resulte de las constancias del procedi-

miento y no s610 el llamado tipo básico o fundamental. En 

efecto, la concurrencia de modalidades, en su caso, configu-

ra el tipo penal al que corresponde la conducta ilícita atri-

buida al sujeto.'' 



En tal virtud, se propone modificar el primer pá­

rrafo de la fracción I del artículo 20 constitucional, a fin 

de dejar claramente asentado que para la concesión o la neg~ 

tiva de la libertad provisional, con base en la pena aplica­

ble al ilícito, se considerarán las modalidades que en éste 

se presenten y, por lo tanto,_ la pena que legalmente corres­

ponda. Así, quedará recogido el delito que verdaderamente 

se cometió, y no una hipótesis penal abstracta . 

Por otro lado, el segundo p~rrafo de la misma fra~ 

cién r, determina hoy día que el límite máximo de la fianza o 

caución, en general, será de doscientos cincuenta mil pesos. 

Esta estipulación cuantitativa ha permanecido inalterada a lo 

largo de treinta y cinco años. Es evidente que no correspon­

de ya a las circunstancias de la realidad .y que por lo mismo, 

su aplicación es amenudo fuente de problemas que han provoca­

do malestar social, como consecuencia de la liberación provi­

sional de algunos inculpados bajo garantías patrimoniales muy 

reducidas. Sin embargo, los juzgadores no pueden incrementar 

el monto máximo de la caución, pese a las razones que en de-­

terminados casos pudiera haber para ello, porque se encuen-­

tran sujetos a esa prevención constitucional desactualizada • 

Cabe observar, además que paulatinamente han desa-­

parecido del Derecho federal mexicano los señalamientos de -­

cantidades absolutas identificadas en pesos, para ser sustit~ 



ídas por múltiplos del salario mínimo, cuya variaci.ón P.erió­

dica permite el ajuste automático y -raci~na-l de·\a ~~aÜ'tía '_ 

que contempla la ley, sin necesidad de irecuent~s reformas.-

normativas . 

Por todo ello, se propone que el límite máximo de 

la caución sea el equivalente a la percepción del salario mi 

nio durante dos años, en la inteligencia de que se alude al 

salario vigente del lugar en que se cometió el delito . 

Ahora bien, hay casas que incluso esa garantía pu-

diera resultar inadecuada o insuficiente, en vista de la gra-

vedad del ilícito, de las características de éste y de las 

condiciones personales del inculpado y de la víctima. Para 

atender debidamente estos factores, dignos de la mayor consid~ 

ración desde la perspectiva de la defensa social, se conside-

ra asimismo que la cantidad mencionada puede ser suplicada 

cuando lo solicite motivadamente el Ministerio Público, en su 

.calidad de Representante Social, y mediante resolución que 

igualmente exprese las razones del incremento . 

Nada de esto implica tratamiento inequitativo ha-

cia los inculpados, pues la reforma que se pretende sólo señ~ 

la· el máximo de la caución, no el mínimo de ésta. Consecuen-

temente el juzgador puede y debe actuar con equidad en la fi-

jación de la garantía, conciliando intereses particulares y -
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sociales, que el Estado ha de·'observar:y; protl/~k1? por' fguai. 

Así, se tutelan tanto los der~c~os .del ,in,Íli;ii:lt1¿ co!"o los 

derechos de la comunidad • 

Para asegurar en mayor medida el desarrollo del -

proceso y la protecció~ a la víctima del ilícito, se solici­

ta modificar la parte final del segundo párrafo de la frac-

ción r, indicando que si el delito representa para su autor 

un beneficio económico o causa a la víctima daño y perjuicio 

patrimonial, la garantía será de cuando menos, tres veces m~ 

yor al beneficio obtenido o a los daños y perjuicios· causa--

dos, en los términos en que estos aparezcan acreditados cua~ 

do el juzgador debe resolver sobre la petición de libertad -

provisional 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento -

en la fracción I del artículo 71 y en el artículo 135 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por -

el digno conducto de ustedes me permito presentar a la consi 

deración del Constituyente Permanente al que se refiere el -

artículo 135 invocado, la siguiente reforma: 

Artículo 20.- En todo juicio del orden criminal -

tendrá el acusado las siguientes garantías: 

!.- Inmediatamente que lo solicite será puesto en libertad -

bajo caución, que fijará el Juzgad6r, tomando en cuenta sus 

circunstancias personales y la gravedad del delito que se le 



impute, siempre que dicho delito, incluyendo sus modalidades 

merezca ser sancionado con pena cuyo términ.o medio aritmético 

no sea mayor a cinco años de prisión, sin más requisito que -

poner la suma de dinero respectiva, a disposición de la auto­

ridad judicial, u otorgar otra caución bastante para asegura~ 

la, bajo la responsabilidad del Juzgador en su aceptación. 

La caución no excederá de la cantidad equivalente a 

la percepción durante dos años del salario mínimo general vi­

gente en el lugar en que se cometió el delito. Sin embargo, 

la Autoridad Judicial, en virtud de la especial gravedad del 

delito, las particulares circunstancias personales del imput~ 

do o de la víctima, mediante resolución motivada, podrá incr~ 

mentar hasta la cantidad equivalente a la percepción durante 

cuatro añoG del salario mínimo vigente en el lugar en que se 

cometió el delito. 

Si el delito es intencional y representa para su -

autor un beneficio económico o causa a la víctima daño y per­

juicio patrimonial, la garantía será cuando menos tres veces 

mayor al beneficio obtenido o a los daños y perjuicios patri­

moniales causados. 

Si el delito es preterintencional o imprudencial, 

bastará que se garantice la reparación de los daños y perjui­

cios patrimoniales, y se estará a lo dispuesto en los dos pá-



rr~fos anteriores • 

De los argumentos vertidos para elaborar o llevarse 

a cabo la reforma en comento, se desprende que tales conside­

raciones resultan válidas, pero de la redacción final al cit~ 

do artículo, resulta confuso, de difícil interpretación y po­

dría decirse, que hasta obscuro, hasta el tercer párrafo de -

la fracción comentada se reglamenta poco más o menos congruen 

te, pero el Último párrafo viene a ser el punto más contradig 

torio, ya que, establece que ''se estará a lo dispuesto en los 

dos párrafos anteriores'', cosa que resulta ilógica puesto que 

se trata de delitos de naturaleza diversa, y a los que se le 

tiene mayor indulgencia por tratarse de ilícitos preterinten­

cionales o imprudenciales, mismos que nuestras leyes les dan 

una reglamentación especial, ya que en la comisión ,de los mi~ 

mas no se encuentra peligrosidad manifiesta y por lo tanto su 

penalidad es siempre más benévola, que tratándose de delitos 

intencionales o de los que representan para su autor un bene­

ficio económico o causen a la víctima daño o perjuicio patri­

monial; de igual forma que cuando el delito que se le impute 

al acusado se deban considerar las modalidades, es decir, las 

agravantes al delito cometido, situación que de fondo resulta 

contradictoria, ya que el auto de formal prisión lleva impli­

cita una presunción de inocencia y que de las calificativas -
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señaladas por la Representación Social, estas serán valoradas 

en sentencia, de tal modo, que resulta incongruente que éstas 

deban tomarse en cuenta para calificar la procedencia de la -

libertad provisional bajo caución, ya que tal beneficio se en 

cuentra supeditado al resultado de una operación aritmética y 

el hacerlo de esta forma, muchas veces resulta nulatoria la -

libertad provisional que se estudia, sobre todo si estamos 

partiendo de la base de probable responsabilidad. 

Por otra parte resulta muy cierto, que para que el 

inculpado pueda gozar de esta garantía o beneficio, sólo se -

considera que del resultado del cálculo aritmético, se le con 

ceda tal beneficio, sin considerar en ningún momento, si el -

inculpado cuenta con antecedentes penales, o si se trata de -

un sujeto de atta peligrosidad para la sociedad, o si se le -

descubrió en flagrante delito, ya ~ue normalmente el juzgador 

no cuenta con ·los elementos objetivos que le permitan valorar 

a qué clase de sujeto se le está concediendo tal beneficio, -

pensamos que es más equitativo que para realizar el cálculo 

aritmético, se tome en cuenta el delito que tenga fijada ma­

yor penalidad, pero además de tomar en cuenta los puntos an­

tes cita dos. 



1.4 FUNDAMENTO JURIDICO DE LA LIBERTAD PROVISIONAL BAJO 
CAUCION. 

De las distintas fracciones del artículo 20 Consti-

tucional, en donde se mencionan todas las garantías que ha de 

tener toda persona justa a disposición de la autoridad judi-

cial, encontramos la garantía de que mientras el proceso si-

gue su marcha normal, el imputado de un delito pueda permane­

cer fuera de la prisión, otorgando una garantía económica 

(caución), hasta en tanto se resuelve su culpabilidad y se e­

vita su distracción de la acción de la justicia. 

Por lo que nos encontramos ante una figura jurídica 

nacida de la Constitución, específicamente del artículo 20 

fracción primera. 

La fracción I se refiere a la libertad bajo fianza 

llamada libertad caucional, institución con la cual se preten 

de aliviar -parcial y defectuosamente-, la situación que 

crea la prisión preventiva, mediante la cual empieza la auto-

ridad judici~l por privar de la libertad -que en su hondura 

es una sanción- a un indiciado antes de saber si es sancio-

nable. 

La privación de la libertad de una persona inculpa-

da de un delito, en sentido estricto parece una arbitrariedad 



legalizada. Si la pena máxima para sancionar la comisión de 

un hecho delictuoso, es la privación de la libertad, resulta 

ilógico -so capa de impedir la fuga de un acusado-, comen-

zar por privar de la libertad a dicho acusado, y posterior-

mente en sentencia definitiva, resolver si es culpable o in2 

cente, sobre todo en el Último caso porque para cuando el 

juicio termina éste ya ha sufrido la pena que nunca habí.a mg 

recido. 

11 Por ello, se ha creado la libertad bajo fianza o 

libertad cauciona!, que pretende resolver esta injusticia -

únicamente tratándose de delitos menores, en el sentido de -

permitir la libertad de una persona mientras se le instruye 

proceso, siempre y cuando otorgue fianza o caución para res­
( 27) 

pender en su caso de su posible fuga. 11 

(27) v. Castro, Juventino.- Lecciones de Garantías y Amparo.­
Editorial Porrúa.- 1974.- Pág. 257. 



CAPITULO II 

REQUISITOS.PARA EL OTORGAMIENTO DE LA LIBERTAD 

PROVISIONAL BAJO CAUCION 

2.1 PROCEDENCIA DE LA LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCION 

Por regla general según lo dispuesto por la frac­

ci6n I del articulo 20 Constitucional y los artículos 556 del 

C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Federal y -

399 del C6digo Federal, sólo procederá la libertad cuando el 

término medioaritmético de la pena prevista para el delito -

por el cual se sigue proceso, no exceda de los cinco años de 

prisión, incluyendo sus modalidades, cabe señalar que en el -

C6digo Procesal Federal con un lenguaje más claro se especifi 

ca que se deben incluir modalidades atenuantes o agravantes. 

Sin embargo, actualmente a nivel procesal ha ocurrido una re­

forma por decreto de 22 de diciembre de 1990 publicada en el 

Diario Oficial del de enero de 1991 y que entró en vigor a 

partir del primero de febrero del mismo año y se estableció: 

11 En los casos en que la pena del delito imputado r~ 

base el término medio aritmético de cinco años de prisi6n y -

no se trate de los delitos señalados en el siguiente párrafo 

de este artículo, el juzgador concederá la libertad provisio-



nal en resolución fundada y motivada,. s_ief!1pre -qu'7·; se_ c~mp~a -

con los siguientes requisitos: 

I.- Que garantice debidamente- a'-jti_iC:iO _del jÚez la 

reparación del daño; 

II.- Que la concesión de la libertad no constituya 

un grave peligro social; 

III.- Que no exista riesgo fundado de que el incul 

pado pueda sustraerse de la acción de la justicia; y 

IV.- Que no se trate de personas que por ser rein­

cidentes o haber mostrado habitualidad, la cocesión de la li­

bertad haga presumir fundadamente que evadirá la acción de la 

justicia. " 

Para los efectos del párrafo anterior no procederá 

la libertad provisional cuando se trate de los delitos previ~ 

tos en los siguientes artículos del Código Penal en Materia -

del Fuero Común y para toda la república en Materia del Fuero 

Federal: 60 (culpa grave), 139 (terrorismo), 140 (sabotaje); 

168 (ataques a las vías de comunicación empleando explosivos) 

170, 265, 266, 266 bis (tipos de violación), 302, 307, 315 -­

bis, 320 (homicidio), 323 y 324 (parricidio), 325 y 326 (in­

fanticidio), 366 (privación ilegal de la libertad) y 370 se­

gundo y tercer párrafo cuando se realice en cualesquiera de -

las circunstancias señaladas en los artículos 372,381 fracciQ 

nes VIII, IX y X y 381 bis, y en la reciente reforma publica-



da el 30 de diciembre de 1991 que entró en vigor un día des­

pués se agregó el artículo 223_del Código Penal que se refie­

re al peculado. 

En materia Federal se exceptúan además los tipos 

previstos en el artículo 84 de la Ley Federal de Armas de Fu~ 

go y Explosivos y en los artículos 102, 104, 105, 108, 109 y 

115 bis del Código Fiscal de la Federación. 

Cabe señalar que en estos casos se dá ámplia facul­

tad al juzgador para que mediante una razonada y bien motivada 

resolución conceda o niegue la libertad según su criteri~ sie,!! 

do éste un fundamento de bastante solidez, para exigir que - -

sean desahogadas las pruebas dentro del plazo constitucional. 

Al decir del jurista Rafael Pérez Palma nos dice: 

Que la procedencia de una libertad provisional bajo de fianza 

o caución está fundada en un simple cálculo aritmético (elemen. 

to objetivo en el otorgamiento de la fianza), en el que no in­

tervienen ni la razón, ni la situación en que quede la víctima 

del delito, o de sus deudos o dependientes económicos, ni la -

conveniencia social, ni ninguna otra circunstancia, como no sea 

la de otorgar al delincuente más ventajas y prerrogativas, que 

las que merece la propia víctima del delito. 

El precepto constitucional que se estudia dispone: 



innmediatamente que el acusado lo solicite, será puesto en 

libertad bajo caución que el juez fijará tornando en conside­

ración sus circunstancias personales y la gravedad del deli­

to que se le impute•111
• Concurren pues para el otorgamiento 

de una fianza dos elementos: uno subjetivo y otro objetivo. 

El elemento subjetivo se refiere a las circunstancias perso­

nales del acusado, que el juez habrá de tener en cuenta para 

fijar el monto de la fianza, y el objetivo, que atiende a la 

gravedad del delito imputado, gravedad que se determina en 

razón de la duración de la pena imputable, cualquiera que -­

sea la naturaleza del delito cometido. 

Consecuentemente, la procedencia o improcedencia 

de la libertad provisioal dependerá de la gravedad del deli­

to, y el monto de la fianza de las circunstancias personales 

del acusado. Si la pena imponible al delito, incluyendo sus 

modalidades, no excede del término medio aritmético de cinco 

años, la libertad será procedente; si excede, aunque no sea 

sino un sólo día, ya no podrá ser concedida (excepción hecha 

cuando se trate de los delitos señalados por el artículo 556 

del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Fede­

ral). Atentas las circunstancias personales del inculpado -

la fianza podrá llegar hasta la cantidad equivalente a la pe~ 

cepción durante dos años de salario mínimo general vigente en 

el lugar en que se cometió el delito, que podrá incremetarse 

hasta cuatro años de salario mínimo, en virtud de la especial 
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gravedad del delito, además de las particulares circunstancias 

de la víctima. Si el delito es intencioal y patrimonial, el -

monto de la fianza o caución habrá de presentar cuando menos el 

triple del beneficio obtenido o de los daños y perjuicios pa-

trimoniales causados; pero si es preterintencional o impruden­

cia!, el monto sólo garantizará la reparación de los daños y -
(28) 

perjuicios patrimoniales causados•. 

"La procedencia o improcedencia de la libertad depe!!. 

derá de un simple cá1cu10 aritmético, en el que no intervendr~ 

ni la razón, ni la inteligencia, ni la conveniencia, ni la in-

conveniencia de la medida; nada podrá influir, como no sea una 

simple suma seguida de un división por dos, para que sea procg 

dente la libertad condicionada bajo caución. 

No importa la naturaleza, ni el fuero del delito; ta!!!. 

poco importa la convicción que se pueda tener, o la certeza 

que exista en el sentido de que el acusado será finalmente con. 

denado a sufrir una pena, por estar confeso, por hallarse con-

victo, o por haber sido apresado in fraganti. Tampoco importa 

que se trate de un delincuente habitual; de un prófugo de la -

justicia o de un individuo sujeto a varios procesos, porque el 

contenido del precepto no contiene limitaciones, ni restriccig_ 

nes. 

(28) Cfr. Pérez Palma, Rafael. "Guía de Derecho Procesal Pena1 11
.-

3• edición.- Cárdenas Editor y Distribuidor.- México.-
1991.- Págs. 544 



Hay ocasiones en las que el delincuente es aprehen­

dido en el momento mismo de la comisión del delito, es decir, 

en circunstancias tales, que nadie podrá poner en duda su pa~ 

ticipación en los hechos y su culpabilidad, y a pesar de ello 

tendrá derecho a disfrutar de la libertad bajo de fianza, que 

como garantía consagra el precepto que se analiza. 

11 En estos casos, y aún en otros, la sociedad se sien. 

te defraudada. Ve como a pesar de las pruebas aportadas y de 

las evidencias que existen sobre la culpabilidad del acusado, 

éste recupera facilmente su libertad, a cambio de unos pesos 

con los que se paga la caución. Siente pues, que no se le h~ 

ce justicia, o por lo menos, que la justicia que desea, que -

~s el castigo de quienes la ofenden, no se realiza como ella 
(29) 

quisiera 11
• 

De tal suerte que las críticas que hace el autor -

citado a la fracción I del artículo 20 Constitucional, tierien 

su razón de ser, puesto que la concesión de la libertad según 

se desprende del texto constitucional, no considera en lo ab-

salute las condiciones personales del delincuente, ni las ci~ 

cunstancias del ofendido en el delito, que en unidad represen. 

ta los derechos de la sociedad, al sentirse que la ley prote-

ge con mayor eficacia al infractor de la Ley, y no así al 

( 29) Idem, 545. Peréz Palma. 
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ofendido por la conducta ilícita realizada por el inculpado, 

puesto que de la redacción de la fracción 1 del artículo en 

. comento, sólo se limita al cálculo aritmético es decir, que 

mientras la pena que se prospecte al inculpado no rebase el 

término medio aritmético señalado al infractor de la norma, 

podrá seguir gozando de su libertad mediante el pago de la -

garantía que exhiba para tal disfrute. 

No sólo se trata de establecer el cómputo que de­

termina la procedencia de la libertad provisional ya que pa­

ra llegar a establecerlo, se pueden establecer tres situaci2 

nes diferentes: a) En caso de queºel delito se instruya por 

un solo delito: b) Cuando se trata de dos delitos y haya una 

verdadera acumulación; y e) Y en los procesos seguidos, cuan 

do no existe acumulación real, sino ideal. 

En la primera hipótesis, cuando el caso se refiere 

a un solo delito, sólo será necesario tomar· e~ máximo y el -

mínimo, sumarlos y dividirlos entre dos, para que de esa ops 

ración resulte el término medio aritmético que corresponda a 

la pena prospectada, si de este resultado obtenemos cinco 

años o menos, la libertad provisional bajo caución será pro­

cedente pero si excede de tan solo un día, la libertad será 

negada aunque se tiene la opción de solicitar la libertad 

procesal ampliada a que se refiere el art. 556 del c6digo de 

procedimientos Penales en vigor y mientras no se esté en los 



casos exceptuados por el mismo numeral; previa la satisfacción 

de los requisitos enumerados por el mismo precepto,' 

Pero cuando el delito de que se trate, trae consigo 

circunstancias modificativas o calificativas, o bien circuns­

tancias atenuantes o gravantes de la pena, se ha establecido -

que no deberán torn~rse en consideración para tener por base la 

procedencia de la Libertad provisional, ya que estas deberán -

ser estudiadas en la sentencia definitiva. Pero tratándose, -

de las circunstancias modificativas o calificativas del delito, 

ya sean en beneficio o perjuicio del inculpado, deben ser con­

sideradas, es decir, las modalidades, para la concesión o neg~ 

tiva de libertad provisional bajo caución. 

En estos casos, la Ley Punitiva sigue dos sistemas: 

Uno de ellos, la misma ley señala los términos máximo y míni­

mo, para que los juzgadores, seleccionen la duración más con­

veniente, y en otras la ley se limita a establecer que la pe­

na se aumentará en un tercio, mitad, o en dos tercios de la -

pena que le corresponda al delito principal, debiendo ser pr2 

mediada; 

a) Tratándose de acumulación real, el juzgador deberá atender 

al delito que tenga mayor pena. 

b) En los casos de acumulación ideal, el juzgador deberá se­

guir el mismo criterio utilizado cuando se trata de acumula­

ción real. 



En cuanto a lo establecido por la ley secundaria al 

establecer en su artículo 556~ "En los casos en que la pena 

del delito imputado rebase el término medio aritmético de ci!!. 

ca años de prisión y no se trate de los delitos señalados en 

el párrafo siguiente de éste artículo, el juzgador concederá 

la libertad provisional en resolución fundada y motivada, 

siempre que se cumpla con los siguientes requisitos: ... es d~ 

cir, que la concesión de la libertad concedida por el artícu­

lo en comento, ya está condicionada a diversos requisitos co­

mo son: que se garantice la reparación del daño, que no se 

trate de delincuentes habituales, que no se trate de personas 

que hagan presumir que evadirán la acción de la justicia, que 

no ·se trate de personas que la procedencia de la libertad pr.e_ 

visional, ya no estará fundada en un simple cálculo aritméti­

co, sino que se deberán tomar en cuenta para el juzgador al -

concederla, otros datos personales del inculpado para que pu~ 

da disfrutar del citado beneficio, situación que en la prácti 

ca, de cierta forma queda al criterio del juzgador quien deb~ 

rá motivar y fundar la resolución que niegue o conceda una li 

bertad provisional. 

Otro de los puntos que no consideró el constituyen­

te a¡ redactar la fracción primera del artículo 20 Constitu­

cional se refiere: A que la co11cesi6n de la libertad debe 

ser inmediata, que en el momento en que lo solicite el acusa~ 
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do deberá ser puesto en libertad bajo caución, es decir, que 

si la solicitud de libertad es en el momento de rendir su d~ 

claración preparatoria o en el momento que se le notifica el 

auto de formal prisión, en este momento el juzgador ignorará 

los antecedentes del imputado, su peligrosidad, su mayor o -

menor interés de sustraerse de la acción de la justicia o de 

sus posibilidades económicas, y de esta manera el juzgador -

sólo tendrá como base la gravedad del delito imputado y su -

probable sanción, por lo que lo único con lo que va a cantar 

el juzgador es con la base para determinar el monto de la 

caución que va a fijar, al respecto de la procedencia de la 

·libertad provisional bajo caución en primera y segunda ins­

tancias del proceso penal. 

El autor Jorge Alberto García Ovando nos dice: 11 La 

libertad caucional puede solicitarse y obtenerse en términos 

del artículo 20, fracción I de la Constitución Primera y Se­

gunda Instancias del proceso penal. El tribunal que tenga -

competencia en el proceso, será el facultado para examinar -

la procedencia de la solicitud y brindar los beneficios de -

la garantía constitucional, 

Cuando se ha dictado sentencia en Primera Instan­

cia los términos que servirán para analizar la procedencia -

de la libertad caucional, serán la penalidad impuesta como -

sanción y no el término medio aritmético que correspondería 



en abstracto. 

En los casos que, en la Primera Instancia por vir­

tud de que el medio aritmético de la penalidad excedía de 

cinco años, el procesado no alcanzó su libertad provisional; 

si la sentencia le impone una sanción de hasta cinco años de 

prisión estará en posibilidad de gozar los beneficios que la 

figura constitucional otorga. 

Las causas de procedencia de esta prerrogativa se 

encuentran en que se ha materializado la gravedad de la con­

ducta delictiva de tal manera que ya no se determina la pro­

cedencia de la libertad caucional por virtud de las sancio­

nes en abstracto, sino por la pena impuesta; elementos de 

juicio que regirán, mientras la sentencia cause ejecutoria. 

Dictada la sentencia en el Primera Instancia, y 

hasta el momento en que se tiene por admitido el recurso de 

apelación, la jurisdicción corresponde al juez de la causa -

criminal y será este Órgano judicial el que examine la proc~ 

dencia de la libertad caucional que se solicite, en términos 

de la sanción impuesta. 

Interpuesto el recurso de apelación contra la sen­

tencia y al ordenarse que se remitan las constancis del jui­

cio ante el Tribunal Superior, el juez de Primera Instancia 



deja de tener jurisdicción en el proceso. sin embargo es cos­

tumbre que en los Juzgados Penales del Distrito Federal, que -

aún cuando se haya interpuesto el Recurso de Apelación y admi­

tido 6ste, y a6n si el expediente se encuentra en poder del 

juzgado, se le concede su libertad provisional. Admitido el -

recurso ante el Tribunal de Alzada, el juzgador de apelación 

será el competente para resolver sobre la procedencia de la li 

bertad caucional que se pida, hasta el instante en que se dicte 

la sentencia de Segunda Instancia. 

En los términos que se describen, será obligación de 

los tribunales ordinarios, admitir la solicitud que planté 

(sic) se otorguen los beneficios de la libertad cauc{onal y rg 

solver sobre su procedencia. 

uEl jui~io de amparo bi-instancial, permite obtener 

los beneficios de la libertad caucional; se rige por los dict.;!_ 

dos del artículo 20, fracción Constitucional, pero en los 

términos que la consagra la Ley de Amparo. 

En el juicio de amparo se puede plantear la proceden 

cia de la libertad caucional de las siguientes formas. Como -

acto de autoridad por la.violación de la garantía, para que en 

la sentencia de fondo se resuelva sobre su constitucionalidad; 

o bien, solicitar sus. beneficios como consecuencia de la sus­

pensión del acto reclamado en el incidente suspensivo. 



A) En el proceso de amFaro. 

Cuando el quejoso señala como acto reclamado la ne­

gativa de la autoridad judicial de concederle en el juicio p~ 

nal la libertad provisional bajo caución, deberá resolverse -

sobre. su procedencia en la sentencia definitiva. 

La resolución del juicio de garantías se regirá por 

las disposiciones del juicio de amparo, pues lo que se va a -

determinar es si se ha violado o no la Constitución afectánd~ 

se esa garantía del hombre. 

Al resolver el Juez de Distrito, fijará la proceden 

cia de la libertad provisional bajo caución en los términos -

de las leyes federales o locales aplicables, satisfaciéndose 

los requisitos que se exigen. 

La suprema Corte de Justicia de la Nación ha dicta­

do jurisprudencia que ordena que para conceder o negar la li­

bertad caucional, en la sentencia de amparo, el Juez de Distri 

to deberá estar a la penalidad que señala la ley para el deli­

to que se le imputa al acusado, tal cual se acreditó su exis­

tencia ante la autoridad responsable. 

Es importante señalar: Que las demandas de amparo 

que reclaman la validez del auto que niega o concede la libe~ 
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tad cauciona!' por no cumplir con los requisitos del artículo 

20.-1 ·· co~sti tUcional, son procedentes no obstante que no se a­

goten· los recursos ordinarios, aunque con ellos, se incumpla 

con el principio ·de definitividad que rige en materia de am­

paro, pues se está en presencia de actos de autoridad que 

violan directamente garantías individuales. 

Por otra parte, si se solicita la suspensión del ªQ 

to reclamado; en la suspensión provisional o definitiva, no -

podrá brindar la libertad provisional porque ello equivaldría 

dejar sin materia al juicio de garantías. 

El único efecto jurídico de la suspensión provisio­

nal o definitiva, será que el quejoso quede a disposición del 

juez de Distrito en cuanto a su libertad en lo personal, para 

salvaguardar su integridad física. 

Por Útlimo, la defensa de la libertad personal aun­

que dé origen a demandas de amparo notoriamente improcedente& 

no podrán motivar multas que sacionen al quejoso por su pre­

tención en apariencia excesiva; pues la libertad es el valor 

más preciado del hombre y para salvaguardarla se autoriza el 

empleo de todo medio de defensa que ia ley prevea. 

B) En el incidente de suspensión 



Fundamento: La.libertad de los gobernados puede a­

fectarse por actos de autoridad dictados fuera o dentro del -

procedimiento judicial; los primeros constituyen en exceso de 

poder que viola la garantía del hombre del principio de lega­

lidad los segundos son actos válidos y lícitos. 

Así tenemos que el gobernado puede ser privado de -

su libertad por virtud de orden de aprehensión de autoridad -

administrativa; por orden de aprehensión de autoridad judi- -

cial; por prisión preventiva decreta por el juez en el auto -

de formal prisión; y, por la pena que se imponga en la senten 

cia que da fin al proceso penal, cuando causa ejecutoria. 

Cada acto de autoridad da origen a una sit~ación jy 

rídica particular, reclarnable en el juicio de amparo cuando -

viola garantías individuales; paro el pasar de una sit~ación 

jurídica a otra, y por cambiarse el estado procesal de los ac­

tos, hace que la acción constitucional que da origen al juicio 

de amparo resulte improcedente al quedar sin materia el proce-

so. 

Dentro del incidente de suspensión, en cada situa­

ción jurídica podrá solicitarse que se conceda la libertad ca~ 

cional como efecto de la suspensión del acto que se reclama¡ -

la suspensión brinda al juez la facultad de proteger la inte­

gridad física del quejoso al quedar a su disposici6n en lo 
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personal y ;sí es. P,~oc~dente otorg¡¡rle la libertad provisional 

bajo cauci6n. Per,o, nC> suspende l~ 'conÜriuidad del proceso -

produce efectos jurídicos mientras dura el proceso constituciQ 

nal; al incluir, queda insubsistente aquella. 

El juzgador, podrá brindar la libertad cauciona! en 

la suspensión provisional o en la suspensión definitiva; cual-

quiera de los dos monumentos procesales son adecuados, pues d~ 

berá resolver cuando tenga los elementos jurídicos necesarios 

que le permitan determinar sobre la procedencia de los benefi-

cios de la figura constitucional. 

Dictada la Sentencia de Segunda Instancia en el jui-

cío penal, si la penalidad impuesta no excede de cinco años, -

es procedente se otorgue la libertad provisional bajo caución 

dentro del incidente de suspensión del juicio de amparo direc-

to. 

Al existir sentencia de Segunda Instancia, se mate-

rializa con precisión la gravedad del delito; el monto de la -

pena será la base para examinar la procedencia de la libertad 

cauciona! en términos del artículo 20, fracción I constitucio-
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(30) 
nal, para otorgarse esos beneficios 11 • 

De tal manera que la procedencia de esta importante 

garantía constitucional, siempre estará sujeta al término de 

la pena que se imponga al infractor de la ley, aún en estas -

instancias, la procedencia de la libertad cauciona! estará 

fundada en el término aritmético señalado. 

2.2 MOMENTO PROCEDIMENTAL EN QUE PUEDE SOLICITARSE 

En cuanto al momento procedimental en que sea per-

tienente solicitar y obtener la libertad, el texto constituciQ 

nal es claro, mas es contrariado por la ley secundaria y la 

práctica de los tribunales. 11 En efecto, en los términos del 

artículo 20, fracción I, resulta que la liberación del incul­

pado, debe ser inmediata, esto es, no supedita a ningún otro 

acto procesal, con la salvedad que sólo puede discernir­

la el juez, cosa que supone, simplemente, la iniciación del 

procedimiento judicial, lo cual o~urre cuando se dicta el a~ 

to de redicación, de inicio o cabeza de proceso. Por ello, -

carece de fundamento el sistema de nuestros códigos procesa-

(30) Cfr. Mancilla Ovando, Jorge Alberto.- "Las Garantías Indivi­
duales y su Aplicación en el Proceso Penal", 2il edición.­
Editorial Porrfia.- Mix\co.- 1989.- P&gs. 161 
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les, conforme a los cuales la libertad cauciona! procede hasta 

el momento en que el inculpado ha rendido su declaración prepª 

ratoria (arts. 290, fracci6n II, CPPDD y 154 CFPP). Dado que 

el juez puede tomar la declaración preparatoria hasta cuarenta 

y ocho horas después de que el procesado queda a su disposi- -

ción, durante ese lapso éste se ve impedido para solicitar y -

obtener la libertad caucionaL como podría hacerlo conforme a la 

Constitución. Debemos señalar que los jueces, en la práctica, 

de los tribunales, atienden siempre a la disposición procesal, 
( 31) 

con olvido de la norma constitucional. 

Por lo que para este auto~ la libertad provisional -

se solicita en el momento en que el inculpado de un delito es­

tá a disposición del Organo Jurisdiccional, cosa que considera 

que se encuentra alterada, ya que en la práctica, muchas veces 

el inculpado llega al juez del conocimiento con gran diferen-

cia de horas, y los jueces a este respecto se sujetan a las -

disposiciones secundarias, que le permiten tomar su declara- -

ción preparatoria horas después de haber sido notificados de -

la presencia del inculpado en el lugar destinado para su g.uar­

da, olvidándose de la norma constitucional que les señala, el 

otorgamiento de la misma, si procede en el momento mismo que 

( 31) Zamora Pierce, Jes6s.- 11 Garantías y Proceso Penal 11
.- 4~ 

Edici6n.- Editorial Porrúa.- México.- 1990.- Pág. 182 
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se encue.ntra el inculpado a su disposición. 

En cambio para el maestro Colín Sánchez nos dice: -

11 La libertad cauciona! puede solicitarse en cualquier momento 

procedimental. Esto quiere decir que podrá pedirse durante -

la averiguación previa, y en general, en primera y segunda 

instancia, y aún después de háberse pronunciado sentencia por 

el Tribunal de Apelación, cuando sea solicitado en amparo di­
\32 ) 

recto". 

Obviamente que para el autor en cita, la libertad -

cauciona! puede solicitarse durante la fase de averiguación -

previa dada la reciente reforma al artículo 271 párrafo tercg 

ro del código de Procedimientos Penales en vigor, ya que tal 

disposición faculta al Ministerio Público a conceder la libe~ 

tad aludida en los casos de delitos por motivo del tránsito -

de vehículos y siempre y cuando el infractor no abandone a la 

víctima ni se encuentre en estado de ebriedad al momento de -

ocurrir los hechos; y por lo que se refiere a la primera ins-

tancia el inculpado podrá solicitar su libertad en cualquier 

momento del proceso y aún cuando se vaya a la apelación y al -

amparo directo, claro esta, siempre que dicha SOLICITUD RESOL-

TE PROCEDENTE. 

( 32) Cfr. Colín Sánchez, Guillermo.- "Derecho Mexicano de Procedi­
mientos Penales".- 6• Edición.- Editorial Porrúa.- Méxi­
co.- 1985.- Págs. 542 



Siguiendo al autor citado: Nos dice 11 aún cuando se 

haya dicatado resolución judicial negando la procedencia d.e -

la libertad, no es impedimento concederla después, porque si 

surgen causas "11 supervenientes 1111
, éstas podrán generar una r~ 

solución judicial favorable es ese sentido (art. 559 del códi 

go de Procedimientos Penales del Distrito y Territorio Feder~ 

les y, 401 del Federal}. 

Aunque nuestros códigos no indican cuáles. pueden -

ser esas 1111 causas supervenientes" 11
, no obst~nte, debemos en-

tender que, por ejemplo: si el valor de lo robado se cuantifi 

c6 muy alto y peritaciones posteriores señalan menor cuantía, 

tal vez entonces esto constituya en una causa que determine -

la ·procedencia de la libertad. Lo mismo podría ocurrir cuan-

do se realiza una reclasificación de las lesiones y éstas Úl­

timas resultan menos graves; también es el caso en que, ha- -

biéndose solicitado la libertad al rendir la declaración pre-

paratoria y al dictar la formal prisión, el juez adecúa la 

conducta o hecho a un tipo penal distinto de aquel por el cual 

el Ministerio Público ejercitó la acción y la penalidad corre~ 

pendiente en su término medio aritmético, no sea mayor a cinco 
(33) 

años etc.". 

De tal suerte que la solicitud de libertad provisio-

nal caucional, puede concederse en cualquier tiempo, ante el -

(33) Idem. pág. 543, Colín Sánchez. 



Ministerio Público; inicio y desarrollo del proceso, aún exi~ 

tiendo una negativa a la misma, cuando aparezcan causas supeE 

venientes que hagan posible su procedencia; y aún en .segunda 

Instancia en Amparo Indirecto y Directo. 

2.3 MONTO DE LA CAUCION O GARANTIA 

Por lo que respecto al momento de la cauci6n que se 

fijará al solicitante de libertad provisional bajo cauci6n 

aparentemente se resuelve de la sola interpretación de la 

fracción I, del artículo 20 Constitucional en su tercer párrA 

fo, ya que establece: 

La caución no excederá de la cantidad equivalente a la per­

cepción durante dos años del salario mínimo general vigente en 

el lugar en que se cometió el delito. Sin embargo, la Autori­

dad Judicial, en virtud de la especial gravedad del delito, 

las particulares circunstancias personales del imputado o de -

la víctima, mediante resolución motivada podrá incrementar el 

monto de la caución hasta la cantidad equivalente a la percep­

ción durante cuatro años del salario mínimo vigente en el lu­

gar en que se cometi6 el delito·. 

Y en los párrafos siguientes agrega: 

Si el delito es intencional y representa para su autor un be­

neficio económico o causa a la víctima daño y perjuicio patri-



moriial, la ,garanÚa ,será cuando menos tres veces. mayor el be­

neficio ob'teri'iilo ci, a los daños y perjuicios patrimoniales ca,!!_ 

s,ado~_ • 

Si el delito es preterintencional o imprudencial, bastará 

.que se garantice la reparación del daño y perjuicio patrimo­

niales, y se estará a lo dispuesto en los dos párrafos ante-

rieres . 

De lo que se desprende que el Juez del conocimiento 

será el único facultado para determinar el monto de la garan-

tía a imponer al solicitante de la libertad caucional, y de -

acuerdo a lo establecido por el texto constitucional, también 

se encuentra en aptitud de aumentar el monto de la cit~acau­

ción. A este respecto, Jesús Zamora Pierce manifiesta: "El 

Juez queda facultado para incrementar el monto de la caución 

hasta la cantidad equivalente a la percepción durante cuatro 

años de salario mínimo, es decir, el doble de su monto normal 

atendiendo a la especial gravedad del delito. Por desgracia 

el Derecho Penal·Mexicano no nos proporciona criterios objeti 

vos que permitan al Juez distinguir cuáles son los delitos ea 

pecialmente graves. Luego entonces, semejante calificaci6n -

queda ligada íntegramente al arbitrio, y, en consecuencia, a 

la posible arbitrariedad del juzgador, con perjuicio de los -

principios de igualdad de los justiciables y de exactitud en 

la aplicación de la ley penal. 
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En efecto en el Derecho Penal Mexicano encontramos 

dos criterios objetivos que permiten agrupar los delitos en -

dos categorías y calificar a una de ellas como de mayor grave 

dad que la otra, ambos criterios son inaplicables en el pre-

sente caso. 

El Artículo 22 Constitucional nos proporciona el 

primer criterio al enumerar quienes son los únicos delincuen­

tes a quienes debe imponérseles pena de muerte. Ta1 criterio 

nos es útil pues todos esos delincuentes están sometidos a p~ 

nas que les impiden obtener la libertad caucional. 

Un segundo criterio objetivo es el que consagra, 

precisamente, la fracci6n I del artículo 20 Constitucional. -

Conforme a él, distinguimos entre delitos sancionados con pe­

na cuyo término medio aritmético es mayor de cinco años de 

prisión que no permiten la libertad bajo caución; y los deli­

tos sancionados con pena cuyo término medio aritmético es me­

nor de cinco años de prisi6n, que si pérmiten tal libertad. -

Es obvio que este segundo criterio tampoco nos sirve para re­

solver el problema interpretativo que nos plantéa el párrafo 

segundo de la fracci6n I, pues todos los delitos a los que di 

cho párrafo se refiere pertenecen al grupo de los que sí per­

miten la libertad bajo cauci6n; tanto aquellos en los cuales 

la caución no excederá de los dos años de salario mínimo,. CQ 

mo aquellos otros en los cuales la caución podrá.incrementar-



se hasta cuatro años de salario mínimo. 

El párrafo tercero de la fracci6n I dispone: 

Si el delito es intencional y representa para su autor un be­

neficio econ6mico o causa a la víctima daño y perjuicio patri­

monial, la garantía será cuando menos tres veces mayor al ben~ 

ficio obtenido o a los daños y perjuicios patrimoniales causa­

dos . 

Luego entonces, para fijar el monto de la garantía, 

el Juez deberá atender, no solamente a las pérdidas o menosca­

bos sufridos por la víctima en su patrimonio, que const.ituyen 

los daños, conforme a la definición que nos da el artículo - -

2108 del C6digo Civil, sino también a la privaci6n de cual­

quier ganancia lícita que la víctima debi6 haber obentido, y -

que no obtuvo por causa atribuible al delincuente, que son los 

perjuicios, de acuerdo con el artículo 2109 del C6digo Civil. 

El cuarto y Último párrafo de la fracci6n I dispone: 

Si el delito es preterintencional o imprudencial, bastará que 

se garantice la reparaci6n de los daños y perjuicios patrimo­

niales, y se estará a lo dispuesto en los dos párrafos anteri2 

res . 

En nuestra opinión, este párrafo se encuentra redac-
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tado con una pésima técnica legislativa. Su falta de clari­

dad lleva al intérprete, con frecuencia, a callejones sin sa­

lidad y, en ocasiones a conclusiones contradictorias conforme 

a las cuales resulta que éste párrafo, o es completamente' inJ! 

til o contiene una reforma revolucionaria de nuestro derecho. 

Finalmente llegamos a la conclusión de que los párrafos segun 

to, tercero y cuarto, deben interpretarse en conjunto para 

que nos entreguen un sistema lógico y congruente. 

En un primer intento de interpretación, el cuarto -

párrafo parece exigir que los autores de delitos preterinten­

cionales o imprudenciales, para obtener su libertad, otorguen 

una doble caución o garantía, una primera para garantizar la 

reparación de los daños y perjuicios patrimoniales causados y 

una segunda, en los términos de lo dispuesto por los dos pá­

rrafos anteriores, para garantizar, propiamente, su libertad. 

Rechazamos de inmediato esta primera interpretación, p'ues los 

procesados por los delitos preterintencionales o imprudencia­

les merecen un tratamiento más favorable que los procesados -

por delitos intencionales, y sería absurdo e injusto que, dou 

de a estos se les exige una caución simple, se exigiera a 

aquellos una doble. El propio texto a examen dice que, para 

otorgar la única garantía expresamente mencionada en el párra 

fo cuatro. 

Los párrafos segundo y tercero, aún cuando destina-



dos ambos a det~rminar el monto de la caución, se refieren a 

diversas hipótesis y señalan límites diversos para dicho mon­

to. El párrafo tercero se ocupa de los delitos que repre~en 

tan para su autor un beneficio económico o causan a la vícti­

ma daños y perjuicios, caso en el cual la garantía será cuan­

do menos tres veces mayor al resultado patrimonial. El párra 

fo segundo por exclusión, se ocupa de aquellos delitos que no 

tienen consecuencias patrimoniales, caso en el cual la cau­

ción no excederá de dos (o de cuatro) años de salario mínimo. 

Luego entonces, es descabellado el requerimiento del párrafo 

cuarto de que se este a lo dispuesto en los dos párrafos -

anteriores No podemos estar a lo dispuesto en ambos párrª 

fas anteriores, pues no pueden aplicarse, a una hipótesis úni 

ca, dos reglas contrarias. 

Tampoco lograremos resolver nuestro problema inter­

pretativo si, contrariando el mandato expreso del párrafo 

cuarto de estar a lo dispuesto en los dos párrafos anteriores, 

decidimos aplicar únicamente uno de ellos, bien sea el segun­

do o el tercero. Tanto si aplicamos a los delitos preterin­

tencionales o imprudenciales la regla del párrafo segundo, 

caución que no exceda de dos años de salario mínimo como si -

les aplicamos la regla del párrafo tercero, garantía cuando -

menos tres veces mayor· al beneficio obtenido o a los daños y 

perjuicios patrimoniales causados, el resultado es inutilizar 

el párrafo cuarto. En esta hipótesis, el legislador habría -
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incluido en la Constitución un párrafo que no sirve para nada, 

puesto que se ocupa de los delitos preterintencionales o impr~ 

denciales, los cuales se rigen, para la libertad bajo caución, 

por las reglas establecidas ya en los párrafos anteriores. 

Si, empeñados en interpretar el párrafo cuarto, fija­

mos nuestra atención en la parte media de su· texto, podríamos -

llegar a la conclusión de que, en los casos de delitos preterill 

tencionales o imprudenciales, el acusado obtendrá su libertad -

provisional si garantiza la reparaci6n de los daños y perjui- -

cios patrimoniales (sufridos por la victima). En este caso, el 

párrafo cuarto es una reforma revolucionaria de nuestro sistema 

de derecho. 

En efecto, la Constituci6n establece la prisi6n pre­

ventiva (artículo 18) para quienes se encuentren procesados 

por delito que merezca pena corporal La prisi6n preventi-

va es una medida cautelar provisional que se justifica por la 

necesidad de preservar el proceso penal y de asegurar la eje­

cución de la pena. El artículo 20 Constitucional, en su frac­

ción L establece en favor del procesado una garantía que le pe!, 

mite sub.stituir la garantía personal por una garantía patrimo­

nial, obteniendo, así, su libertad. 

El párrafo cuarto vendría a establecer una excepción 

al sistema descrito. El procesado por delitos preterintencio-



nales o imprudenciales, para obtener su libertad, no tendría 

que garantizar dicha libertad, pues 11 bastará que se garanti­

.ce la reparación del daño y perjuicios patrimoniales (causa­

dos)''· El decreto vendría a substituir a la libertad, como 

garantía del procesado, por la libertad como garantía de la 

presunta víctima, y condicionada a que se le asegure la rep~ 

ración de los daños y perjuicios (observemos que, aún en es­

ta hipótesis el párrafo final y se estará a lo dispuesto -

en los dos párrafos anteriores , continúa siendo inútil e -

inaplicable). 

" Si éste es el sentido de la reforma deberemos agr.§. 

gar al calificativo de revolucionaria, el de frustrada, pues 

no puede ni podrá nunca lograr su finalidad de garantizar la 

reparación de los daños y perjuicios patrimoniales causados. 

En .efecto, la única hipótesis en la que podría pretenderse h~ 

cer efectiva una cauci6n otorgada en semejantes términos, se­

ría en el caso de que el procesado se sustrajera a la acci6n 

de la justicia. Ahora bien, en ese caso, el proceso se sus­

pendería, pues nuestro Derecho no conoce los juicios penales 

en rebeldía o en contumacia (a diferencia, por ejemplo del -

Belga). Suspendido el proceso no podría dictarse sentencia 

que resolviera sobre la existencia de un delito y la respon­

sabilidad del daño. Faltando la condena malamente podría h~ 

cerse efectiva la garantía, la cual entonces resultaría inú-
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Por lo que siguiendo la línea del autor citado, po­

demos agregar lo siguiente: los párrafos analizados del tex­

to constitucional en vigor están creados por el legislador P.i!. 

ra fijar el monto de la caución: tratándo de formar un siste­

ma estructurado y coherente, ya que de los mismos se indican 

varias hipótesis de acuerdo a delitos que causen daño o per­

juicio patrimonial, a los que no lo causen, y a los delitos 

preterintencionales o imprudenciales, en donde los primeros 

les corresponderá una caución tres veces mayor al beneficio o 

a los daños y perjuicios causados, en el segundo caso, será -

una caución que no deberá exceder de dos años a cuatro años -

de salario mínimo (según el caso), y en el Último caso la ca.!! 

ción será igual al monto de los daños y perjuicios patrimoni.i!_ 

les causados. 

Pero en tods los casos, la libertad es una garantía 

constitucional en favor del procesado, no de la víctima o a­

fectado en la comisión del delito, y el monto de la caución -

se refiere a la garantía económica que el procesado exhibe P2. 

ra gozar de su libertad provisional, no para el efecto de re­

sarcir al afectado o víctima del daño o perjuicio ocasionado 

(34) Ibidem. pág. 545, Colín Sánchez. 



con motivo de la comisión u omisión del delito. 

Pero resulta indiscutible que la redacción de ta­

les fracciones del artículo 20 Constitucional se desprende 

que no contiene un sistema fijo para determinar el monto de 

la caución que deberá exhibir el procesado, y que ello que­

da al libre criterio del juzgador, ya que no le marca una -

mecánica de interpretación definida y objetiva. 

2.4 PROCEDIMIENTO QUE DEBE SEGUIRSE PARA SU OTORGAMIENTO 

Se ha tratado por diversos autores que la tramita­

ción de solicitud de libertad provisional bajo caución se h~ 

ce por medio de un incidente, probablemente porque la clasi­

ficación que de la misma hacen nuestros Códigos Procesales, 

tanto el del Distrito Federal como el Federal. 

De tal manera que el Código de Procedimientos Pena­

les para el Distrito Federal tipifica a los inci~entes en su 

Título Quinto mismo que está dividido en dos secciones, la -

primera sección titulada: Diversos Incidentes conteniendo -

ocho capítulos correspondientes a los ocho.tipos de inciden­

tes que son los siguientes: 



CAPITULO I. Substancia~i6n de competencias, del articulo -

444 al 476. 

CAPITULO II. Suspensi6n del procedimiento, del articulo 477 

al 481. 

CAPITULO!!!. Incidentes criminales en juicio civil, del ar­

ticulo 482 a 483. 

CAPITULO IV. Acumulaci6n de procesos, del articulo 481 a 

504. 

CAPITULO V. Separaci6n de procesos, del articulo 505 al 510. 

CAPITULO VI. Impedimentos, excusas y recusaciones, del artÍC,!! 

lo 511 al 531. 

CAPITULO VII. Incidentes para resolver sobre la reparaci6n del 

daño exigible a terceras personas, del artículo 

532 al 540. 

CAPITULO VIII. Incidentes no especificados, del articulo 541 al 

545. 

La Segunda Secci6n comprende los incidentes de li­

bertad componiéndose de tres capítulos: 

CAPITULO I. De la libertad por desvanecimiento de datos, -

del articulo 546 al 551. 

CAPITULO II. Libertad provisional bajo protesta, del articu­

lo 552 al 555. 

CAPITULOIII. Libertad provisional bajo cauci6n, del artícu­

lo 556 al 576. 



- 76 -

Por su parte el C6digo Federal de Procedimientos -­

Penales en su Título Décimo Primero está dedicado a los -

Incidentes y comprende dos secciones y en la primera de -

ellas encontramos los Incidentes de Libertad, misma que -

incluye tres capítulos: 

CAPITULO I. Libertad Provisional Bajo Cauci6n, del artí-

culo 399 al 417. 

CAPITULO II. Libertad Provisional B jo Protesta, del ar.!;1 

culo 422 al 426. 

Lo anterior nos permitimos señalarlo, ya que-

en realidad la tramitaci6n de una solicitud de libertad ---

provisional bajo cauci6n, NO SE TRAMITA COMO UN VERDADERO -

INCIDENTE, YA QUE ESTA NO SE TRAMITA POR SEPARADO DEL PROC.!l_ 

DIMIENTO PRINCIPAL. "Esto as!, en virtud de que en el caso 

contrario tal vez se vulneraría la celeridad que la Consti-

tuci6n ha querido imponer al otorgamiento de ese beneficio. 

Disponen los Códigos que la libertad se resuelva de inmed1ª, 

to, en la misma pieza de autos (artículo 558 Cdf. y 400 cf.} 

sin el trámite de pequeño juicio que acompaña a los inciden­

tes. Otra cosa ocurría al amparo de los C6digos de 1880 y -

1894, en que la liberación se otorgaba o negaba, previo conQ_ 

cimiento por separado del asunto con audiencia de ~~las~~~~~! 
(35) 

partes. 11 

(35) García Ramírez. ob. cit., pág. 481. 



Al respecto de incidente Manuel Silva Rivera sos­

tiene: "La definici6n de incidente, es quizá uno de los te­

mas más difíciles del Derecho procesal penal. Existen muchi 

simas definiciones, pero todas adolecen Ue fuertes defectos 

debido a que no llegan a deslindar con precisi6n, el inciderr 

te de otras actuaciones. Tomando en cuenta la dificultad -

que presenta la definici6n de incidente, vamos tan s6lo a 

dar algunas ideas que informan su esencia y que quizá, todas 

reunidas, permitan distinguir un incidente de otras diligen­

cias. 

I. La cuesti6n planteada en el incidente no tiene 

relación con el negocia principal, pero esta relación es de 

carácter accesorio. 

II. La secuela del incidente no tiene acomodo ne­

cesario en alguna de las etapas del procedimiento. En otras 

palabras hemos fijado que el procedimiento se informa con 

una serie de actos que se van solicitando unos a otros; el -

incidente no es un eslab6n de esta serie de actos que inte­

gran el trámite normal, es un pequeño procedimiento metido -

en el procedimiento grande. 

III. El incidente, en cuanto algo especial, tiene 

un procedimiento distinto al del juicio principal. 
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con los datos anteriores se puede intentar una defi-

nici6n del incidente (No científica, meramente ilustrativa) 

en los siguientes términos: Incidente penal es una cues--­

tión promovida en un procedimiento, que en relación con el 

tema principal reviste un carácter accesorio y que, encon-­

trándose fuera de las etapas normales, exige una tramita--­

ci6n especia1.•( 35 l 

POr nuestra parte, opinamos que la solicitud de libg;;: 

tad, no puede ser tramitada con las formalidades exigidas -

por un verdadero incidente penal ya que su tramitaci6n no -

reúne tales características, además que esta solicitud 

puede realizarse verbalmente o por escri~o, claro está, que 

deberán resolver sobre la misma pieza de autos, por lo que 

no podernos hablar de que supenda momentanámente el procedi­

miento principal, para substanciarse el "procedimiento pe--

quefio 11
• 

2.5 SUJETOS LEGITIMADOS PARA SOLICITARLA 

Como ya se apunt6 la solicitud de libertad provisional 

bajo caución podrá solicitarse en forma verbal o por escrito 

y las personas en quienes cáe tal facultad es: en el-----

(36) Rivera Silva. Ob. cit., pág. 357. 
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propio inculpado, su defensor o el legítimo representante de 

aquél (artículo 557 del C6digo de Procedimientos Penales del 

Distrito Federal); pero nunca el Ministerio Público; y tamp2 

co el juzgador puede ordenarla de oficio • 

. Al hacerse la solicitud de libertad provisional -

bajo cauci6n, la persona de los antes mencionados que lo ha~ 

ga, deberá señalar la naturaleza de cauci6n (dep6sito en e­

fectivo o por medio de billete de depósito expedido por Na­

cional Financiera, fianza personal, cauci6n hipotecaria o -

prenda) que exhibirá para su otorgamiento, de no hacerlo así 

el juzgador lo resolverá, eligiendo la forma; o en su defec­

to fijará las cantidades que correspondan a cada una de las 

formas. 

Aunque al respecto de la persona que este facult~ 

da para solicitar la libertad provisional bajo cauci6n, en -

la práctica puede hacerlo cualquier persona que tenga inte­

rés en ello, como lo pueden ser los propios familiares del 

procesado (privado de la libertad) o persona ligada al proc~ 

sado por amistad, afecto, etc. 



2.6 CAUSAS DE REVOCACION DE LA LIBERTAD PROVISIONAL BAJO 
CAUCION 

Como ya se ha apuntado en páginas anteriores, la 

libertad provisional bajo caución es una garantía constitu­

cional que permite al inculpado de un delito, permanecer fu~ 

ra de prisión mientras se comprueba su responsabilidad en un 

hecho determinado, garantizando que no evadirá la acción de 

la justicia mediante una garantía económica, que le permiti-

rá gozar de una "libertad limitada~, es decir, sujeta a de-

terminadas restricciones, que le impondrá la autoridad para 

asegurar los fines del proceso. 

Por lo que aún siendo la libertad provisional ba­

jo caución una garantía individual consagrada en nuestra Ca~ 

ta Magna, esto no quiere decir que no sea posible su revoca-

ción, cuando los actos del beneficiado con la misma, hagan -

presumir que evadirá la acción de la justicia, o por desaca­

to a las obligaciones contraidas al concedérsele la misma. 

Ya que al momento de notificar al inculpado que -

se le ha concedido el beneficio constitucional, se le hará 

saber las obligaciones que contrae y que son las siguientes• 

A) Que habrá de presentarse ante el Tribunal que 
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conozca de la causa, en los días que seffale, y cuantas veces 

sea citado o requerido para ello; 

B) Dar aviso al Tribunal de la causa de los cam­

bios de domicilio que tuviere; 

C) Que no se ausente del lugar del juicio, sin la 

previa autorización del Tribunal, durante un tiempo no mayor 

de un mes. Haciéndose constar en autos que se le hicieron -

saber de las obligaciones contraidas. 

Además, el juzgador de la causa tiene la atribu­

ción de revocar la libertad provisional bajo caución cuando 

se incurran en los supuestos previstos por los artículos: 568 

y 569 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito -

Federal y 412 y 413 del Código Procesal Penal de la Federa­

ción, previa satisfacción del derecho de defensa del proce­

sado a quien se vaya a privar de esos beneficios. 

Por lo que dichos cuerpos le~ales señalan varias 

hipótesis para el caso de revocación de la libertad provisiQ 

nal bajo caución, a saber: 

I. 11 Cuando el acusado desobedeciere, sin justa -

causa y comprobada, las órdenes legítimas del juez o tribu-

nal que conozca de su proceso; 



II. Cuando cometiere, antes de que la causa en -

que se le concedió la libertad esté concluida por sentencia 

ejecutoria, un nuevo delito que merezca pena corporal; 

III. Cuando amenazare a la parte ofendida o algún 

testigo de los que hayan depuesto o tengan que deponer en su 

causa, o tratare de cohechar o sobornar a alguno de estos ú~ 

timos, al juez, al Agente del Ministerio Público o al secre­

tario del juzgado o tribunal que conozca de su causa; 

IV. Cuando lo solicite el mismo inculpado y se 

presente a su juez; 

V. Cuando, en el curso de la instrucción, apareci~ 

re que el delito o los delitos imputados tienen señalada pena 

corporal cuyo término máximo sea superior a cinco años de pri 

sión; 

VI. Cuando en su proceso cause ejecutoria la senterr 

cia dictada en primera o segunda instancia; 

VII. Cuando el acusado no cumpla con alguna de las 

obligaciones a que se refiere el artículo 567 de este Código 

y; 

VIII. cuando el juez o tribunal abriguen temor fun­

dado de que se fugue u oculte el inculpado. (Art. 566 del CQ 

digo del Distrito Federal). 
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En las hip6tesis antes señaladas por el artículo 566 

del Código adjetivo en vigor, procederá en esos términos la -

revocación de libertad provisional bajo caución, siempre que 

en estos casos el propio inculpado haya garantizado la misma 

por depósito o por hipoteca. 

La hipótesis que señala el artículo 569 del .mismo 

ordenamiento se refiere: 

Art. 569.- •cuando un tercero haya garantizado la -

libertad del acusado por medio de depósito en efectivo, de 

fianza personal o de hipoteca, aquélla se revocará: 

I. En los casos que se mencionan en el artículo an-

terior. 

II. Cuando aquel pida que se le releve de la obli­

gación y presente al reo; y 

111. Cuando con posterioridad se demuestre la insol 

vencia del fiado, y 

IV. En los casos del artículo 573 de este Código." 

Art. 573.- •cuando un tercero haya constituido de­

pósito, fianza o hipoteca, para garantizar la libertad de un 

reo, las Órdenes para que comparezca éste se entenderán con -

aquél. Si no pudiese desde luego presentar al reo, el juez -

podrá otorgarle un plazo hasta de quince dÍas para que lo ha-



ga, sin perjuicio de librar orden de aprensión si lo estimare 

oportuno. Si concluido el plazo concedido al fiador no se OQ 

tiene la comparecencia del acusado, se hará efectiva la garan 

tia, en los términos del Art. 570 de este Código y se ordena­
( 37) 

ra la reaprensi6n del reo 11 • 

Disposiciones análogas registra el Código Federal -

en sus artículos 412 y 413, con excepción, a lo establecido -

en el sentido de ... "cuando aparezca con posterioridad que le 

corresponde al inculpado una pena que no permita otorgar la -

libertad"~ de lo que resulta que en el Código Federal en e.§_ 

ta hipótesis se encuentra mejor redactada que en el Código 

del Distrito. 

LA REVOCACION de la libertad provisional bajo cau-

sión trae como concecuencia, la suspensión inmediata de la li 

bertad y por consiguiente, el libramiento de orden de reapreg 

si6n y por lógica, tambien trae como concecuencia que se haga 

efectiva la caución exhibida en los casos que determina la 

ley. 

( 37) Código de Procedimientos Penales para el Distrito Fede­
ral.- 3• Edición.- Editorial Andrade, s. A. de c.v.- Mf 
xico.- 1992.- Pág. 200. 



CAPITULO II I 

LA DOGMATICA JURIDICA Y LOS TIPOS DE~ 
CAUCION 

3.1 DEPOSITO EN EFECTIVO Y BILLETE DE DEPOSITO 

De lo apuntado páginas atrás, se desprende que si 

un inculpado de un delito puede gozar de libertad provisio­

nal, y la ley lo faculta para ello, mediante el otorgamien­

to de una garantía de naturaleza económica, llamada CAUCION. 

"El t~rmino cauci6n proviene del latín acutio, - -

-onis; femeninio, que significa: "La que se otorga para de-

jar a otro excento de alguna obligación; Obligación que ha­

cia el pobre que no tenía fiador, para salir de la cárcel, -
(38) 

jurando volver a ella cuando se le mandase 11 • 

De tal maera que la caución es una obligaci6n de -

naturaleza económica, y como tal puede tener varias especies 

mismas que son enumeradas por el artículo 562 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal y son: 

(38) Diccionario de la Real Academia Española.- Tomo III.-
19• Edición. Editorial Espasa Calpe, 'España, 1990.­
Pág. 425. 
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a) Depósito en efectivo o Billete de Depósito; 

b) Hipoteca (caución Hipotecaria); 

c) Prenda; y 

d) Fianza Personal 

"El depósito en efectivo se hará en el Banco de Mé­

xico o en las instituciones de crédito autorizadas para ello; 

y el certificado de depósito respectivo lo conservará el Tri-

bunal o juzgado en la caja de valores, previa la correspon- -

diente constancia de autos. 

cuando por raz6n de la hora o por ser día feriado, 

no pueda constituirse el depósito directamente en la institu­

ción mencionada, el juez recibirá la cantidad exhibida y la -
b9l 

mandará depositar en la misma el primer día hábil". 

Procedimiento que es de lo más simple, pues, no es 

otra cosa, que poner la suma de dinero a disposición de la -

autoridad judicial (o en su caso ante el Ministerio P6blico ~ 

cuando se trata de libertad previa); quizás por ello la espe-

cie de cauci6n más aceptada por la autoridad. 

(39) Código Procesal Penal para el Distrito Federal.- Edita­
do.- Tribunal superior de Justicia.- México.- 1991.­
Pág. 106. 



3.2 CAUCION HIPOTECARIA O HIPOTECA 

Cuando se trata de hipoteca otorgada por el reo o 

por terceras personas, sobre inmuebles cuyo valor fiscal no 

sea menor que el monto de la caución más la cantidad necesa-

ria para cubrir los gastos destinados a hacer efectiva la g~ 

rantía en los términos del establecido por el artículo 570 -

del Código de Procedimientos Penales para el Distrito fede-

ral según la reciente reforma que entró en vigor el 31 de di 
ciembre de 1991. 

Situación que hace más factible el otorgamiento de 

esta especie de caución ya que el precepto anterior estable-

cía: 11 cuando se trata de hipoteca otorgada por el reo o por 

terceras personas, debe ser sobre inmuebles que no tengan 

gravamen alguno y cuyo valor catastral sea cuando menos, de 

tres veces el monto de la suma fijada". Presentando el cer-

tificado de libertad de gravámenes, con la escritura que a-

credite la propiedad, en el juzgado se consituye la hipoteca, 

debiéndose anotar en la escritura el gravamen. (artículo 562 
(40) 

inciso II). 

(40) Idem. 
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.Obviamente, también se deberá presentar un Certifi­

cado de Liberación de Gravámenes expedido por el Registro Pú­

blico de la P.ropiedad, que comprenda un término de die~ años, 

y constancia de estar al corriente en el pago de contribucio­

nes, para que el juzgador pueda constatar la solvencia, y es­

tando en el supuesto de que la hipoteca ofrecida como garan­

tía rebase cien veces el salario mínimo. 

Sin embargo conforme a la investigación de campo que 

realicé, he podido constatar que ni aún con las reformas ha tg 

nido aplicación práctica este tipo de garantía. 

3.3 FIANZA PERSONAL 

Cuando se trata de "fianza personal" y que esta ex­

ceda de cien veces el salario mínimo general vfgente para el 

Distrito Federal, el fiador deberá comprobar tener bienes ra­

íces inscritos en el Registro Público de la Propiedad y cuyo 

valor no sea inferior al monto fijado de la caución, más la -

_catidad necesaria para cubrir los gastos destinados a hacer -

efectiva la garantía. 

Claro está que deberá presentar Certificado de Li­

bertad de Gravámenes expedido por el Registro Público de la -



Propiedad de que comprenda un término de diez años, y estar 

al corriente el pago de las contribuciones, para que el juz­

gador califique la solvencia; asimismo, el fiador propuesto 

deberá declarar ante el juez o tribunal correspondiente, ba­

jo protesta de decir verdad acerca de las fianzas judiciales 

que con anterioridad haya otorgado, así como de la cuantía y 

circunstancias de la misma, para que.tal declaraci6n sea to­

mada en cuenta para el efecto de que el juzgador califique -

su solvencia. 

El Tribunal Superior respectivo llevará un Índice 

en el que se anoten todas las fianzas otorgadas ante el mis­

mo o ante los juzgados de su jurisdicción, a cuyo efecto és­

tos, durante el término de tres d!as, deberán comunicarse 

las que se hayan aceptado, así como la cancelación de las 

mismas, para que esto también se anote en el índice; cuando 

lo estimen necesario los juecessolicitarán del Tribunal Sup~ 

rior datos del índice para calificar la solvencia del fiador. 

En el caso de que la fianza sea ofrecida por insti 

tuciones constituidas y autorizadas para la expedici6n de e~ 

te tipo de fianzas no están obligados a cumplir con los re­

quisitos antes mencionados, ya que tales compañías no necesi 

tan acreditar su solvencia. 

Una vez que el juez estime que la garantía que fug 



ra exhibida reúne los requisitos necesarios, debe decretar iil 

mediatamente la libertad provisional bajo cauci6n. Y esta, 

produce el efecto de suspender la prisi6n preventiva, y obli­

ga al procesado a presentarse ante el juez todas las veces 

que sea requerido para ello, así como de presentarse a firmar 

en los días que para ese efecto se señalen. 

En la práctica podemos notar que no se exhiben fian 

zas personales, quizás debido al procedimiento que debe se- -

guirse para su otorgamiento, lo que lo hace más dificultoso; 

razón por la cual las fianzas otorgadas por las instituciones 

autorizadas para ello, son las que predominan, en esta espe-­

cie de garantía debido a la facilidad de su tramitaci6n ante 

tales instituciones prueba de esto, es que esta especie de 

caución es la más aceptada por las autoridades después del Bi 

llete de Dep6sito. 

3.4 PRENDA 

Esta especie de garantía para exhibir la caución, -

recientemente establecida por nuestra Ley secundaria, dispone: 

11 La caución podrá consistir en prenda, en cuyo caso el bien -

mueble deberá tener un valor de mercado cuando menos de dos -
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veces el monto de la suma fijada como caución". (Art. 562, 

fracción III del Código de Procedim!entos Penales en vigor 

para el Distrito Federal). 

Pero al respecto el Legislador, no indica un pro­

cedimiento determinado para la aceptación de dicha garantía, 

no especifica la forma de establecer el valor del bien mue­

ble que se ofrezca, sólo sujeta dicha garantía a las reglas 

generales de los casos en que se perderá dicha garantía, 

por revocarse la libertad provisional del que la haya ofre­

cido. Tampoco se indica en qué lugar se guardará la prenda 

o si se quedará en depósito del que la ofrece, o si se debg 

rá estar a lo dispuesto por la Ley Civil. 

Al respecto de esta especie de caución, que de 

ninguna manera se trata de una novedosa forma de otorgar 

caución, ya que ésta fué establecida en el Código de Proce­

dimientos Penal·es de 1894 en su artículo 442 disponía: 

"La caución podrá presentarse depositando el in­

culpado en el Banco Nacional o en el establecimiento desti­

nado al efecto si lo hay, o en caso contrario donde el juez 

lo ordene, la cantidad que éste señale, o constituyendo·PREN 

DA u otorgando hipoteca sobre bienes cuyo valor libre sea 

cuando menos igual al importe de la caución más una mitad de 
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ésta". 

Sin embargo, esta especie de garantía representa 

un difícil manejo para su exhibición, dado que la ley no es­

tá indicando una reglamentación específica sobre la forma en 

la que deba de ofrecerse esta garantía, ya que tal acepta- -

ci6n está supeditada al momento en que la propia ley faculte 

al juzgador a recibirla, ya que curiosamente la ley estable­

ce esta forma de garantía, como una novedosa forma, pero a -

la vez impide la aceptación de la misma hasta que se regla­

mente la misma. 

Como lo son si existe la necesidad de ofrecer peri 

tajes sobre la prenda ofrecida y si deba tomarse sobre este 

punto el valor intrínseco o comercial de la cosa; en el caso 

de los semovientes cual será el lugar destinado para su gua~ 

da, su alimentación, sus cuidados médicos, etc.; el lugar de 

depósito de objetos. 

Ahora en el caso de que se revoque la libertad pr~ 

visional al inculpado que para obtener su libertad ofrezca o 

exhiba garantía prendaria, qué va a suceder con la misma, se 

irá a remate para hacer efectiva la garantía, o quedará ex-­

cep~uada la garantía prendaria en este caso, y en el caso de 

existir. algún remanente se le devolverá al exhibiente de la 

prenda una vez que se logre su reaprehensión, de tal manera 
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que la intenci6n del l'egislador de volver a implementar este 

tipo de garantía se ha olvidado de establecer reglas mínimas 

al respecto. 

3.5 EXPOSICION DE MOTIVOS DE LA REFORMA AL CODIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL 
EN SU ARTICULO 562 

La reforma al C6digo Adjetivo que se cita, public~ 

da el d{a 30 de Diciembre de 1991 en el Diario Oficial de la 

Federación, puesta en vig~r al día siguiente de su publica-

ción, contiene innovadoras modalidades de las garantías para 

el otorgamiento de la libertad provisional bajo cauci6n, 

puesto que introduce notables avances sobre los derechos hu-

manos, y que sobre todo la protección hacía a las clases de~ 

protegidas, ya que este sentimiento anima la reformae 

De tal .suerte, que no sólo, las reformas al C6digo 

que cita, contiene tal sentimiento, sino que en su conjunto, 

ya que en la misma fecha fueron publicadas, otras reformas -

tanto al procedimiento, corno al Código Punitivo. Por lo que 

considerarnos importante señalar la totalidad de tal Exposi­

ción de Motivos. 
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"CC. SECRETARIOS DE LA CAMARA 
DE SENADORES 
DEL H. CONGRESO DE LA UNION 
P R E S E N T E S. 

"El pueblo de México reclama una mayor eficácia en 

la aplicación de las leyes, basada en el absoluto respeto a 

los derechos humanos consagrados en las garantías individua-

les y sociales previstas en nuestra Carta Magna, las cuales 

marcan claramete el límite de las autoridades frente a las -

libertades de los individuos.• 

11 Por ello, desde el comienzo de mi administraci6n 

ha asumido el compromiso de gobierno de promover el cambio -

por la vía del derecho, poniendo especial atención en el re~ 

peto y protección de los derechos humanos. El pleno ejerci-

cio de las libertades y garantías constitucionales, es con-

substancial a la existencia del Estado, por lo que debe con­

siderarse al orden jurídico como el instrumento idóneo para 

conseguir tales finalidades. 1
' 

"El Plan Nacional de Desarrollo 1989-1994, prevl 

las bases en la esfera administrativa para que el sistema de 

derecho genere las respuestas idóneas y oportunas cuando la 

seguridad pública se ha vulnerado. Desarrollo y justicia -

son la realidad económica y social se han ampliado en estos 

tiempos. Es preciso modernizar su funcionamiento para mejo­

rar su ejercicio y acrecentar su alcance. El desarrollo del 
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país exige la modernización de instituciones y de instrumen­

tos legales. En materia de justicia, la sociedad mexicana -

tiene como principal propósito la certeza, oportunidad y ce­

leridad en su administración y procuración." 

11 El Estado, dentro de sus finalidades, debe garan­

tizar al individuo una vida plena que le permita la satisfas 

ción de sus necesidades y provea a la organización social en 

su conjunto, de los medios naturales y jurídicos que consoli 

den la armonía y la pacífica convivencia.• 

11 A la par de la doctrina del respeto a los dere­

chos humanos consagrada en nuestra Constituci6n, han prospe­

rado instituciones jurídicas muy nuestras, con cúmulo enorme 

de aciertos y, sin embargo, en algunos casos con limitacio­

nes y deficiencias que no podemos permitir, y que por el con­

trario debemos mejorar." 

11 En días pasados anuncié que sometería a la consi­

deración de ese H. Congreso de la Unión adecuaciones a nues­

tras leyes penales sustantivas y adjetivas, tanto del ámbito 

federal como del Distrito Federal. de ahí surge la presente 

iniciativa de reformas que recoge las conclusiones de los 

trabajos que ha venido realizando la Comisión Nacional de Dg_ 

rechos Humanos en los Últimos meses, así como sugerencias 

que han planteado la Procuraduría General de la República y 
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la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal." 

"Simultáneamente, estoy sometiendo a su considera­

ción dos proyectos de ley; uno relativo a las_ medidas de 

tratamiento a los menores infractores, para respetar de man~ 

ra cabal sus derechos; otro, referente a la prevención y san 

ción de la tortura, ya que se hace necesario dar bases fir­

mes para lograr erradicar de manera definitiva esta conducta 

ilícita." 

"Al inicio de mi mandato en 1988, sometí iniciati­

va de reformas al H. Congreso de la Unión para proponer el -

aumento de penas en aquellos delitos que revisten particular 

gravedad, a efecto de abatir los Índices de criminalidad en 

diversas conductas delictivas como lo son el narcotráfico, -

acopio de armas, violación y corrupción de menores. 11 

''Posteriormente en 1989, el Ejecutivo a mi cargo -

promovi6 reformas al Código Penal, mismas que tuvieron como 

propósito ampliar las facultades del Ejecutivo Federal para 

el otorgamiento del indulto." 

"En junio de 1990, se creó la Comisión Nacional de 

de Derechos Humanos. Esta Comisión ha venido desempeñando -

sus funciones con éxito y recibido el apoyo de diversas aut2 

ridades en atención a recomendaciones que ha formulado." 
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"Dicha Comisión con el apoyo de un grupo de juris­

tas y en atención a diversas propuestas formuladas por la 

Procuraduría General de la República y la Procuraduría Gene­

ral de Justicia del Distrito Federal, formuló un paquete de 

reformas a los códigos de procedimientos penales, mismo que 

se recogió en la iniciativa que sometí a la consideración del 

Poder Legislativo el año pasado. Ese H. Congreso de la Unión 

tuvo a bien aprobar las mencionadas reformas, mismas que tu­

vieron por objeto: permitir la obtención del beneficio de la 

libertad provisional bajo caución, aún cuando el término me­

dio aritmético de la pena aplicable al delito de que se trate 

exceda de cinco años de prisión, excepto en los casos de del! 

tos que revistan especial gravedad; eliminar y suprimir apre­

hensiones ilegales e interrogatorios violentos; fijar los re­

quisitos para que las confesiones tengan valor legal, supri­

miendo la validez de las efectuadas ante la Policía Judicial; 

así como evitar la incomunicación del acusado y fortalecer la 

figura del defensor. En este conjunto de reformas se prote­

gió de manera especial a los indígenas involucrados en proce­

sos penales, asistiindolos en su propia lengua." 

ºEstas importantes modificaciones, representan un a­

vance substancial en materia de derechos humanos, permitiendo 

perfeccionar y mejorar la impartición y administración de ju~ 

ticia, en beneficio de la comunidad y de los individuos que -

la integran. 11 
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"Este proceso de mejoramiento y depuración de los 

ordenrunientos penales, debe continuar profundizando en el es­

tudio de las realidades actuales que vive la sociedad mexic~ 

na, para ajustar la~ normas legales en función de una mayor 

justicia, y así alcanzar un orden jurídico más equilibrado.'' 

11 Al efecto, se debe procurar que la legislación pg_ 

nal en atención al delincuente tenga cada vez más, una oriell 

tación fundamentalmente preventiva y menos represiva, como -

lo han sostenido eminentes estudiosos de las ciencias pena-­

les; se busca lograf la humanización del Derecho Penal." 

11 En el campo del Derecho Pena 1, corno en muchos o-­

tras del quehacer jurídico, se observa la ineludible perspeg 

tiva de alcanzar una justicia reparadora y benéfica; ello nos 

conduce a nuevos planteamientos y a retomar diferentes ten-­

dencias en cuanto al objetivo de las doctrinas penales, in­

vestigando la materia no en el mero aspecto teórico, sino en 

la dimensión de su contexto general. 11 

"La presente iniciativa representa un avance en la 

modernización del Estado, ya que dá una nueva óptica al derg 

cho punitivo, para concentrar su actuación sobre aquellas 

conductas que revisten mayor peligrosidad.'' 

''Para la elaboraci6n de la presente iniciativa que 
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se somete al H. Congreso de la Unión, el Ejecutivo a mi cargo 

ha tomado en cuenta asimismo, diversos aspectos de la reali­

dad social en nuestro paÍs, a fin de conocer cuá~es son los 

criterios más adecuados para determinar la peligrosidad de -

las conductas y de sus agentes. 11 

"Se ha partido de un criterio restrictivo y difere!!. 

ciador del Derecho Penal, para considerar que el universo de 

las conductas antisociales sólo deben sancionarse penalmente 

aquellas que sean realmente graves, y que el Derecho Penal d~ 

be ser empleado como Último recurso, ahí donde no bastan las 

normas del Derecho Civil o del Administrativo. Todo esto nos 

ha llevado al análisis de las sanciones previstas en la legi~ 

lación vigente y al estudio del proceso formativo de los hábi 

tos de conducta. 11 

"Este enfoque conlleva el propósito específico de -

permitir al Estado atender con mayor dedicación el combate a 

la delincuencia y a la organización criminal en aquellos deli 

toS dañinos o que más aquejan a la sociedad, evitando que sus 

esfuerzos se distraigan de ciertas conductas que no revisten 

especial gravedad. La presente iniciativa, de ser aprobada -

por el H. Congreso, de ninguna manera pondría en riesgo la sg 

guridad de los individuos, ni implicaría peligro para la so­

ciedad, ya que se puso especial cuidado en no reducir la pen~ 

lidad respecto de conductas delictivas que denotan peligrosi­

dad del sujeto activo. 11 
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11 De esta manera, la propuesta de reformas se inspi 

ra en los planteamientos de la doctrina penal contemporánea 

que considera que la pena privativa de libertad debe ser pa­

ra quienes realmente la merezcan. En consecuencia, para los 

diversos delitos leves cuyos autores no presentan peligrosi­

dad social alguna o de escasa importancia, las sanciones a -

los ilícitos cometidos debieran ser penas diferentes a la 

privaci6n de la libertad. 1' 

11 Tomando en cuenta que el Derecho Penal es la más 

drástica reacción del Estado, su empleo debe someterse a pau 

tas rigurosas, sobre todo en lo que se refiere a la pena pri 

vativa de libertad la cual, además de afectar uno de los bi~ 

nes más preciados del hombre, suele dejar secuelas imborra­

bles.11 

"En la legislación vigente existen algunas figuras 

delictivas poco justificables en la época actual, y hasta pe 

nas exageradas o inidóneas, que tuvieron su justificación en 

otros tiempos. Lo anterior se traduce, en ocasiones, en ma­

nifestaciones de la desigualdad social y sobrepoblación carcg 

laria proveniente, en su abrumadora mayoría, de las clases -

sociales desfavorecidas. Esa sobrepoblación, en nuestro pa­

ís alcanza aproximadamente un 52 por ciento. 11 

11 1\l respecto, cabe señalar que la sobrepoblación -
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penitenciaria encarece La justicia penal y hace perder efec-

tividad a la finalidad de la pena; significa un gasto enorme 

para la sociedad, la manutención de prisiones en las que, 

además, el hacinamiento agrava la corrupción y favorece la 

promiscuidad y la indisciplina; con lo que se generan circun~ 

tanelas contrarias a los fines de rehabilitaci6n socia1. 11 

11 El discurso teórico seg6n el cual hay que pugnar 

por abatir la tendencia al empleo de la prisión como pena 

prácticamente única, no ha rebasado aún las reiteraciones i-

deolÓgicas más o menos abstractas." 

"Se abusa de la privaci6n de la libertad, no sólo -

cuando se ejecutan las penas sino, lo que es más grave, cuan-

do todavía no se ha sentenciado. La prisión preventiva debe, 

sin duda, reservarse para los inculpados de delitos que reprg 

senten los ataques más graves a los bienes jurídicos más im--

portantes. 11 

"En este contexto, simultáneamente ~e propone agre-

' gar entre los delitos que no permiten obtener el beneficio de 

la libertad provisional bajo caución, cuando el término medio 

aritmético de la pena de prisión que corresponda exceda del -

término de cinco años, al delito de peculado, tipificado en 

el artículo 223 del Código Penal. De esta manera, el sujeto 
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activo no podría alcanzar la libertad provisional cuando el -

monto de los fondos destruidos sea mayor de 500 veces el sal~ 

rio mínimo. Se considera que reviste una especial gravedad -

la conducta del servidor público ~ue para usos propios dis- -

trae de su objeto dinero o valores pertenecientes al Estado,­

si por razón de su cargo los hubiere recibido en administra-

ci6n. 11 

"Con las reformas que se proponen, por una parte se 

despenalizarían o sancionarían con pena alternativa de multa, 

las conductas menos graves y, por la otra, se facultaría al -

juzgador para que, en ejercicio de su arbitrio y con base en 

los criterios de baja peligrosidad y otros señalados en la 

ley, pueda conceder sustitutivos de la pena de prisión, como 

son el tratamiento en libertad o semilibertad, la multa o el 

trabajo en favor de la comunidad. Asimismo, se aumenta el -

número de delitos en que se exige la querella como requisito 

de procedibilidad." 

"De entre las conductas que se despenalizarían cabe 

mencionar las figuras de vagancia y malvivencia, •con las que 

se sanciona a desempleados y menesterosos. Se ha convertido 

así, en delincuentes a quienes en realidad son víctimas de -

una situación social indeseable. Se pretende abatir posturas 

infames que castigan, no por lo que se hace, sino por lo que 

se es, lo que resulta contrario a la Declaración Universal de 
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los Derechos del Hombre. 11 

11 De igual forma, la violación de los reglamentos -

de tránsito, por sí, sólo causa daño a la circulación de pe~ 

tones y vehículos y, por ello, es correcto que se considere 

falta administrativa, sin que haya razón alguna para que sea 

tipificado como delito; por lo que se propone su exclusión -

del Código Penal." 

"En el mismo supuesto se encuentran las conductas 

de disparo de arma de fuego y el ataque peligroso, las que -

se subsumen necesariamente, como señala la doctrina, en los 

delitos de homicidio o lesiones, o bien en sus tentativas.'' 

"La despenalización propuesta no tendrá en sí. mis-

ma un gran impacto en la tarea de menguar la sobrepoblación 

de internos en las cárceles, pero es muy importante que no -

se criminalice injustificadamente. Hay, por lo demás, otras 

vías que a continuación se describen, para lograr el propósi 

to de reducir dicha sobrepobtación. 11 

11 En la presente iniciativa se ha considerado nece­

sario aumentar el número de.supuestos de los delitos perse-

guibles por querella necesaria, ya que ello significa el re­

conocimiento a:"étue los hombres podemos llegar, tratándose -

de ciertos bienes a razonables fórmulas de solución particu-
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lar .que logran un doble objetivo: por una parte, de que se -

repare' el daño causado y, por la otra, de que no tenga que -

ac-ü.dirse a la acción coercí ti va del Estado. 11 

"Se ha pensado razonable que al dictarse sentencia 

condenatoria, en aquellos a·elitos que no son los de gravedad 

mayor, no se constriña al juzgador en la mera aplicación de 

la sanci6n privativa de libertad y que pueda optar, tomando 

en cuenta las circunstancias del caso y las características 

del delincuente, por imponer sanciones alternativas. Las N~ 

cienes Unidas han impulsado esta tendencia, en el entendido 

de que tales sanciones no necesariamente son alternativas l~ 

ves, puesto que incluyen una denuncia pública del ilícito e 

imponen apremiantes exigencias al responsable. 11 

''Sobre todo, se reconoce que es posible tanto cas­

tigar como rehabilitar a ciertos delincuentes sin llevarlos 

a la cárcel. En consecuencia, la reforma, de aprobarse, in­

troduciría la multa como sanción alternativa, en numerosas -

.hipótesis que hoy s610 contemplan prisi6n, o prisi6n y multa 

acumulativamente." 

"El proyecto que se somete a su consideración va -

aún más allá al deber del juez preferir la multa a la pena -

de prisión, excepto cuando ello sea ineludible a los fines -

de justicia, prevención general y prevención especial. 11 
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"Por otra par~e, por motivos humanitarios, se pro­

pone facultar al juez para que, apoyado en dictámenes de pe­

ritos, pueda prescindir de la imposición de una pena privati 

va de libertad cuando ésta fuere notoriamente innecesaria 

por el preCario estado de salud del sujeto activo o su seni-

lid ad. Estos supuestos se agregarían al ya existente en el 

Código Penal, relativo a cuando el procesado haya sufrido 

consecuencias graves a su persona." 

"Tambiin el juzgador podr& prescindir de la imposi­

ción de pena de prisión o suspender su ejecución, cuando ésta 

no exceda de cuatro años en aquellos casos en que se trate de 

una persona que no haya sido condenada con anterioridad por 

delito intencional, haya observado buena conducta y que por 

sus antecedentes y modo honesto de vivir, se pueda presumir a 

criterio del juez que el ser1tenciado no volver¡ a delinquir. 

Para que opere la sustitución de la pena, a estos criterios -

que reflejan la baja peligrosidad del individuo, se debe agrg 

gar el requisito de que el sentenciado se obligue a residir -

en determinado lugar y a desempeñar una actividad u ocupación 

lícitas." 

"Por lo que hace a la pena sustitutiva de prisi6n, 

para poder conceder este beneficio a mayor número de senten­

ciados se permite al juez sustituir la pena de prisión, cuan­

do ésta no exceda de 3, 4 ó 5 años, por multa, tratamiento en 



106 

libertad o trabajo en favor de la comunida·~-, respe'Ctivamente. 

En esta iniciativa se ha tomado ª1! conSi~erac:l-ón,·_que, para -

que el juzgador pueda otorgar sustitutivos penales, debe ba­

sarse en criterios de baja peligrosidad del individuo, favo-

reciendo aquellos casos en que se trata de la primera vez que 

delinque la persona y que por sus antecedentes y modo de vida, 

se pueda presumir que no se sustraerá a la acción de la justi­

cia y que no volverá a delinquir." 

''Igualmente, para permitir el otorgamiento y disfru­

te de los beneficios de la condena condicional a un mayor núm~ 

ro de individuos, se propone elevar el actual límite de dos 

años, para permitirla en los casos que la sentencia se refiera 

a una pena de prisi6n que ~o exceda de cuatro afias.'' 

11 En materia procesal, la reforma también amplía las 

·posibilidades de la libertad bajo protesta e introduce nuevas 

modalidades de garantías para el otorgamiento de la libertad 

provisional, lo que permite combatir una injusticia de clase 

social, por la que acusados por un mismo tipo de conducta de­

lictiva permanecen en prisión durante el juicio, por no póder 

pagar la garantía económica.'' 

"Para esto, se propone que el inculpado de escasa 

capacidad económica, pueda realizar en parcialidades el pago 

de su caución, siempre que reuna los _requisitos que se esta-
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blecen, se prevé hacer menos cuantiosa la garantía hipoteca­

ria y se introduce la garantía prendaria. 11 

"La sociedad mexicana propugna por leyes que otor­

guen mayor seguridad jurídica y certeza en la correcta impa~ 

tición de justicia. Reitero otra vez más, que nadie está 

por encima de la ley porque ésta es el mandato del pueblo, -

6nico depositario original de la soberanla. 11 

11 En México, el sentido de la modernización -método, 

neta y práctica política- tiene un fundamento histórico y -

.una sólida sustentación jurídica. Un propósito central del 

proyecto de modernización es el bienestar de nuestra pobla­

ción y destacadamcnte la salvaguarda de sus derechos básicos. 11 

"Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en 

lo dispuesto por la fracción I, del artículo 71 .de la Consti­

tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, me permito -

someter a la consideración de ese Honorable Congreso de la 

Unión, la presente iniciativa.•• 

Reitero a ustedes e.e. Secretarios las seguridades 

de mi atenta y distinguida consideración. 
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Palacio Nacional, a los dieciocho días del mes de 

noviembre" de 'mil novecientos noventa y uno. 

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCION 
EL PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

CARLOS SALINAS DE GORTARI 

3.6 ANALISIS DE LA FORMA DE CUBRIR LA CAUCION EN 
PARCIALIDADES A QUE SE REFIERE EL ARTICULO 
562 DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL 
DISTRITO FEDERAL 

La reciente reforma al artículo 562 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal dispone: 

"La caución podrá consistir: 

I.- En depósito en efectivo, hecho por el reo o por terceras 

personas, en la institución. del crédito autorizada para ello. 

El certificado que en estos casos se expida, se depositará en 

la caja de valores del tribunal o juzgado, tomándose razón de 

ello en autos. Cuando por razón de 13 hora o por ser día in-

hábil, no pueda constituirse el depósito directa.mente en la -

institución mencionada, el juez recibirá la cantidad exhibida 

y la mandará depositar en la misma el primer día hábil. 
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"Cuando el inculpado no tenga recursos económicos 

suficientes para efectuar en una sola exhibición el depósi­

to en efectivo, el juez podrá autorizarlo para que lo efec­

túe en parcialidades, de conformidad con las siguientes re­

glas: 

a) Que el inculpado tenga cuando menos un año de residir en 

forma efectiva en el Distrito Federal o en su zona conu~ 

bada, y demuestre estar desempeñando empleo, profesión u 

ocupaci6n lícitos que le provean medios de subsistencia; 

b) Que el inculpado tenga fiador personal que, a juicio del 

juez sea solvente e idóneo y dicho fiador proteste hace~ 

se cargo de las exhibiciones no efectuadas por el incul­

pado. El juez podrá eximir de esta obligación, para lo 

cual deberá motivar su resolución; 

c) El monto de la primera exhibición no podrá ser inferior 

al quince por ciento del Monto total de la caución fija-

da, y deberá efectuarse antes de que se obtenga la libe~ 

tad provisional; 

d) El inculpado deberá obligarse a efectuar las exhibicio­

nes por los montos y en los plazos que le fije el juez.• 



lW -

De la citada redacción al artículo en comento se -

desprende que el inculpado que se encuentre en la hipótesis 

de no contar con recursos económicos suficientes para otor­

gar caución en efectivo (billete de depósito expedido por 

institución legalmente establecido para ese fin), la propia 

ley lo autoriza a que tal caución la pueda exhibir en partes 

(parcialidades), claro está, una vez que haya comprobado que 

tenga un domicilio de cuando menos un año dentro del Distri­

to Federal o en su zona conurbada, que tenga un trabajo, ofi 

cio, profesión lícitos, con el cual se provea de todo lo ne­

cesario para vivir, además de que pueda contar con un fiador 

que se comprometa a cubrir las parcialidades que éste deje -

de cubrir, que la primera exhibición no sea inferior al 15% 

del total de la suma que le fuera fijada,y obligarse a exhi­

bir el ·resto de la caución en los plazos y montos que le in­

dique el juzgador. 

El precepto en cita, se encuentra motivado, princi 

palmente con el ánimo de que la caución sea posible para to­

da la gente para todas las clases sociale& para que tanto el 

inculpado rico como el pobre estén en posibilidad de disfru­

tar de la garantía constitucional o en su caso procesal am­

pliada, ya que desde los inicios de esta importante garantía 

se criticaba en el sentido de que ésta era para los.ricos, -

para los pudientes, que podrían otorgar caución, en una sola 

exhibición, sin que ello significara ningún sacrificio o es­

fuarzo, pero no así para los necesitados, para los que no 
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cuentan con los medios suficientes de vida, y dado que nues­

tras cárceles se encuentran repletas, en su mayoría de pers~ 

nas de clases bajas, por lo tanto este precepto les ofrece -

otra alternativa, una posibilidad más adecuada a su situa- -

ción económica; y a la vez, permite que las prisiones no se 

encuentre pobladas con un número de internos superior al de 

sus c~pacidades. 

En principio, esta idea es favorable ya que cuenta 

con elementos del orden objetivo y subjetivo, como son los -

derechos humános en et sentido de que todos puedan disfrutar 

de esta garantía constitucional, y el objetivo, la realiza­

ción del mismo, a la vez que significa una menor carga para 

el Estado de tener que soportar la carga de numerosos inter­

nos en centros de reclusión insuficientes en relación a su -

población interna. Ya que muchas de las veces, estos tienen 

derecho al goce de su libertad provisional bajo caución, pe­

ro debido a que la situación económica de los mismos es baja, 

no pueden disfrutar de tal beneficio por carecer de los re­

cursos necesarios para ello. 

Ahora bien, la ley les permite, con esta reforma -

esta posibilidad, pero en la realidad que vivimos, con un 

proceso inflacionario, en la que el valor de la moneda es C-ª. 

da vez más bajo, y por lo tanto el poder adquisitivo constan 

temente en disminución, y la presente reforma esta ideada, -
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hacia gentes a quienes la situación económica actual golpea 

con mayor fuerza puede resultar que ni con estas facilida­

des puedan alcanzar tal beneficio, además, de que una vez -

que son sometidos ante la autoridad judicial, previamente -

pasaron ante la autoridad administrativa del Ministerio Pú­

blico, y por lo tanto tiene varios días ausentes, de tal 

suerte que los que cuentan con un trabajo estable y lícito, 

quizás ya no lo tenga, y este requisito como lo van a demoÉ 

trar, por otra parte, en nuestra ciudad en donde existen 

tantas personas que van de paso, ya sea por compras, o por 

trasladarse hacia otra entidad federativa, pero que tienen 

su domicilio establecido en otro Estado, no podrán demostrar 

que tienen un domicilio en el Distrito Federal o en sus zo­

nas conurbadas y mucho menos de un año, y por lo tanto salen 

de la hipótesis prevista por el legislador para poder gozar 

de este beeficio, y estas personas que no cuentan con recur­

sos económicos suficientes por ser de clases bajas en su ma­

yoría, estarán relacionadas con personas de su misma situa­

ción económica, de tal manera no podrán contar con un fiador 

que responda por las exhibiciones no efectuadas. 

Por nuestra parte, creemos que los requisitos que 

exige el artículo citado contrarían lo dispuesto por el arti 

culo 20 Constitucional, ya que dicho precepto no establece -

ninguna reglamentación específica para la concesión de la li 

bertad provisional bajo caución, ya que únicamente exige po-
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ner la suma de dinero a disposición del juzgador, siempre y 

cuado el término medio aritmético no rebase cinco años, sin 

exigir que el inculpado tenga domicilio fijo, ni que cuente 

con un trabajo estable, oficio o profesión lícito que le 

provea de los medios necesarios para su subsistencia, ni la 

presentación de un fiador que proteste hacerse cargo de la 

caución (parcialidades no efectuadas), de tal manera que 

consideramos que tales requisitos son violatorios del pre­

cepto constitucional y contrarios al sentir del legislador, 

en el sentido de permitir el desahogo de las prisiones pre­

ventivas. 

Al respecto de lo anteriormente señalado, realicé 

una investigación de campo para obtener una muestra, y para 

tal efecto realicé entrevistas con veintiocho Defensores de 

Oficio durante el período comprendido de Enero a Junio de -

1992, lapso de seis meses de apenas puesta en vigor la re­

forma que se estudia, siendo los resultados que del total -

de cauciones exhibidas por los e.e. Defensores de Oficio, -

sólo el 5% de las cauciones exhibidas en Billete de Depósi­

to fueron exhibidas en la modalidad de PARCIALIDADES. Cua~ 

do por lo menos habría sido del cincuenta por ciento, indi­

cándonos esta muestra el fracaso de la modalidad de las pa~ 

cialidades por los motivos que antes se analizaron. Al re~ 

pecto, anexo al presente las gráficas correspondientes. 

(Confrontación de cuadros gráficas, páginas 118, 119, 120 y 

121 de esta tesis). 
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PRIMERA.- La Libertad Provisional Bajo Cauci6n es el medio 

legal que permite al inculpado de un hecho delic-­

tuoso, permanecer fuera de prisión preventiva, en­

tanto se resulve su situación jurídica en defini.!il_ 

va, es decir, cunado se le dicte sentencia. Claro 

esta que deberá el beneficiado con esta figura jurí 

dica asegurar ante el 6rgano jurisdiccional que se­

la concede, que no evadirá la acci6n de la justicia 

y que no se sustrerá del los fines del proceso, lo­

cual lo garantizará mediante una obligación de na.!!!!_ 

raleza económica, en las especies que la misma ley­

establece, cumpliendo con los deberes que impone la 

concesi6n de la libertad provisional bajo cauci6n -

previstos por lá ley, 

SEGUNDA.- La Libertad Provisional Bajo Cauci6n, es una garan­

tía constitucional que exige como único requisito 

para su concesi6n que el término medio aritmético de 

la pena que corresponda al delito imputado NO EXCEDA 

DE CINCO AÑOS DE PRISION, pudiéndo solicitarse en -­

cualquier estado del proceso, tanto en primera ins-­

tancia como en segunda y aún en el momento de promo­

ver el Juicio de Garantías; pudiéndo ser solicitada 

por el inculpado, su defensor, o en su caso cualquier 

persona. Quedando al arbitrio del juzgador estable-­

car el monto de la garantía ( caución ) debiéndo C.Q!l 
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siderar para este efecto los antecedentes del in-­

culpado, la gravedad del dleito que se le imputa.­

su condición económica al momento de la comisión -

del delito, las condiciones de la víctima, así co­

mo el daño y perjuicio causado o beneficio obteni­

do. Y en el caso de los delito de naturaleza pa-­

trimonial deberá fijar un monto de cuando menos -­

tres tantos del daño y perjuicio causado o del be­

neficio economico obtenido. Sin más trámite que -

poner a disposición de la autoridad judicial la -­

cantidad fijada en cualquiera de las hipótesis que 

contempla la ley, o en la especie y_ monto que el -

juzgador señale. 

Haciendo notar que tratándose de la libertad bajo 

caución a que se refiere el artículo 556 del Código 

de Procedimeintos Penales para el Distrito Federal­

el inculpado para poder gozar de este beneficio am­

pliado ( ya que se rebasa el término medio aritméti 

co de cinco años }, debrá satisfacer previamente -­

determinados requisitos como son: a) La reparación­

del daño proveniente de la comisión del delito; b)­

No tener antecedentes penales; c) No ser un delio-­

cuente habitual; y d) Que la conseción de la liber­

tad no represente un grave peligro social y siempre 

que no se trate de los delitos que el mismo numeral 

excluye en su tercer párrafo. 
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TERCERO.'- "La Libertad Provisional 'Bajo Caución produce 

el ~fe6to de suspender la ·prisi6n preventiva -­

desde el momento en -qué la autoridad judicial -

la-concede, obligándo al inculpado a presentarse 

ante el juzgado que se la concede tantas veces­

sea requerido para ello, así como de presentarse 

a firmar cada semana los días que se le indiquen 

notificándo al juzgado los cambios de domic~lio­

que tuviere, de no ausentarse del lugar donde se 

sigue su proceso; pudiéndo perder tal beneficio­

por incumplir con las obligaciones que ~ontrae -

al momento de gozar con tal beenf iico, además de 

perder la garantía que exhibió para tal fín y 

consecuentemente la libertad provisional. 

CUARTO.- La garantía que puede exhibir el inculpado para­

gozar del beneficio de la libertad provisional -­

bajo caución podrá consistir en billete de depó§.1 

to expedido por Institución autorizada para tal -

fín, así corno en fianza personal, o bien fianza -

expedida por Institución legalmente autorizada -­

para ello, en hipoteca y en prenda, especies de -

caución que el inculpado puede exhibir eligiéndo­

una de ellas al momento de solicitar su libertad­

provisional bajo caución, o en su defecto ofalta 

de elección, el juzgador le indicará el tipo de -
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ciaucl6.n a exhibir así como su monto. Aunque el Jll 

gádor. _casi siempre le indica el tipo de garantía a­

exhil>i·r-,· · siendo la mayor de las veces el BILLETE DE 

- . DEPOSITO ( EFECTIVO ) • 

QU!:NTA._- El inculpado podrá exhibir la caución en efectivo 

billete de depósito ) en la Modalidad de PARCIA!,1. 

DADES siempre y cuando demuestre no tener recurges-

económicos suficientes paar hacerlo en una sola ex-

hibición, y demuestre tener domicilio fijo de cuando 

menos un año en el Distrito Federal o sus zonas con-

urbadas, así como demostrar que cuenta con trabajo,-

oficio o profesión lícitos que le provean de los me-

dios de subsistencia, así como de tener un fiador --

personal que proteste hacerse cargo de las mensual!-

dades no exhibidas por el beneficiado, siendo este -

requisito a criterio del juzgador que concede la li­

bertad en esta modalidad. 

SEXTA.- La Caución en Efectivo ( billete de depósito ) en la 

modalidad de PARCIALIDADES es de reciente ingreso en 

nuestro medio jurídico, publicada en el "Diario Ofi­

cial" el 30 de Diciembre de 1991 para entrar en vi-­

gor al día siguiente de su publicación, reforma que­

tuvo como principal fuente de inspiración el sentir-

de la Iniciativa Presidencial de nuestro actual pre-

sidente LIC. CARLOS SALINAS DE GORTARI de fecha 18 de 
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Noviembre de 1991. 

Pensando que con tales reformas podrían salir de las 

prisiones preventivas mayor número de presos, ya que 

en la actualidad las prisiones se encuentran con una 

sobrepoblaci6n del cincuenta porciento de sus capac.!_ 

dades, así como con la idea de que el beneficio de -

la libertad provisional bajo caución sea posible pa­

ra las clases desprotegidas, pero sobre todo con el­

sentir de que la prisión preventiva no es el remedio 

para evitar la elevada comisi6n de delitos y mucho­

menos su prevención. 

Por lo que en ese mismo orden de ideas incluyó en -­

dicha reforma la PRENDA como otra forma de cauci6n -

( p~ro no es de ninguna manera esta forma de garan-­

t{a una novedad en nuestro derecho, puesto que en el 

c6digo de 1894 ya existía este tipo de garantía prfil!. 

daria ), tratándo con ello poder facilitar a otros­

tantos posibles beneficiados con la libertad provisio 

nal bajo caución hacer realidad este derecho, pero­

tal forma de caucionarse al parecer se le olvido al -­

legislador reglamentarla y no implementó los mecanis­

mos necesarios para su vigencia práctica, de tal suer 

te que este tipo de garantía o forma de caución solo -­

sirve de ornato en nuestra ley. 



- 119 -

SEPTIMA.- La Caución el Parcialidades es una forma novedo­

sa de garantizar la libertad provisional bajo cau--­

ci6n para aquellos inculpados queno cuentan con rec~ 

sos econ6micos suficientes para poder garantizar su -

libertad provisional en una sola exhibición, pero de­

safortunadamente en la práctica no ha tenido el exito 

que debería tener, y obedece principalmente a que la­

manera en que fue reglamentada impide la obtención del 

c itado beneficio, primero porque los requisitos que-­

exige para su obtención se contraponen a lo dispuesto 

por el articulo 20 Constituiconal en su fracción I, ya 

que este precepto solo exige poner la suma de dinero -

a disposición de la autoridad judicial, en el momento 

mismo que lo solicite el inculpado; en segundo término 

la autoridad judicial se muestra desconfiada o temero­

sa de autorizar a un inculpado paar que le exhiba la -

caución que le haya fijado en esta modalidad, aunque -

le satisfaga los requisitos que exije la ley para tal­

conseción: esto debido en gran parte a que lapropia .r.g 

dacción del artíuclo 562 del Código de Procedimientos­

Penales para el Distrito Federal dispone: 

"El juez PODRA autorizar para que lo efectué en parcia 

lidades de conformidad con las siguientes reglas .•• " 

Disposición que otorga al juzgador esta facultad, pero 

que la puede aplicar de acuerdo a su propio criterio, 

es decir, que no esta obligado a autorizar que se le -
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exhiba la caución fijada en parcialidades. Por lo -

que tal redacción debería establecer: 

"El juez autorizará al inculpado a exhibir 

en parcialidaues la caución que le haya fi 

j1do. Siempre y cuando no cuente con los­

recursos economicos suficientes para poder 

hacerlo en una sola exhibición, no pudien­

do ser inferior al diez por ciento del m.Qn 

to total de la caución fijada la primera -

exhibición, obligandose el inculpado a e-­

fectuar las siguientes exhibiciones en los 

montos y plazos que su situación económica 

se lo permita. 11 

OCTAVA.- En cuanto alas demás especies o tipo de cauciones 

que la ley contempla como lo son: La Hipoteca y la 

Fianza Personal, son formas que en la práctica no son­

utilizadas debido a la lentitud y dificultoso de su -­

trámite, a pesar de que en las recientes' reformas que -

se mencionan ( Diciembre 1991) el legislador trata de -

hacer que tales especies sean más utilizadas, pero aún­

as! no se les exhibe, y en la realidad los jueces tie-­

nen especial preferencia por indicar { EXIGIR ) que se­

les exhiba únicamente CAUCIONES EN EFECTIVO ( BILLETE 

DE DEPOSITO ) y en segundo término la FIANZA EXPEDIDA--
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POR INSTITUCION AUTORIZADA. 

Ya que tales tipos o especies de cauci6n representan 

un fácil manejo para la autoridad que las recibe y -

para el obligado a exhibirlas. 



A N E X O S 



GRAFICA DEL PRIMER SEhAESTRE DE 1992 

¡; 
V 

' V 
', ·' 

L-(183} 

r-( 173) 

1 
! 

I 
'-(15%) 

E ENERO 

§ FEBRE~O 

• hM1R:ZO 

DI ABRIL 

ll lvfAYü 

[]] .JU~llG 



... 
a: e 

l(
 

N
Z

 
z
o

 
o 

a:., 
~
 .. ..... ... 

"" 
(/) 

e 
LLI 

l(
 .. z 

o 
"' 

z 
.. ... 

o 
"" 

e u 
.... 

l(
 .. .. 

o 
o 

CJ 
!:: :e 

:> 
~
 

¡,,, :::; 
ce 

l(
 

~
 

C
ll 

.. 
ID

 
u .. 
.. 

e 
CJ 

'-
-
-

a: 
Q

 
... 

t-.. Q
 

:< 
o 

C
ll .. 

U
l 

w
 

.. 
C

ll 
111 

.. 
o 

... ... 
=

 .. Q
 

"' 

:< 

"' 
l(

 
:< 

:< 

"' 
U

l 
"' 

U
l 

.. 
e-

U
l 

N
 



(1) 
...i 

1.1.J 
c
c
 

o.:z 
.... 

lC 
z
o

 
C

C
IJ

 

u 
o 

_.., 
"'"' 

1.1.J 
"" 

ll. 
... 

(1) 

1.1.J 
e 

(1) 
lC 

"' z 
a: 

o 
"' = 

~
 

"" 
E-« 
o 

.. 
z 

e 
IJJ 

X
 

u 

"" .. 
o 

o 
(1) 

!!: 
Lll 

:J: 

z o 
... 

.... 
"' "' 

u 
"' c 

:> 
:! 

a: 
...i 

u 
! u "' <C 

"" 

lC 
lC 

lC 
lC 

"' "' 
U

l 

"' 
U

l 
.. 

"" 
lll 

N
 



- 146 -

BIBLIOGRAFIA CONSULTADA 

Jorge Alberto García Ovando 
LAS GARANTIAS INDIVIDUALES Y SU APLICACION EN EL PROCESO 
PENAL. 
Editorial Porrúa, Segunda Edición 
México, 1989. 

Sergio García Ramírez y Victoria Adato de !barra 
PRONTUARIO DEL PROCESO PENAL MEXICANO 
Editorial Porrúa, Sexta Edición 
México, 1991. 

Sergio García Ramírez 
DERECHO PROCESAL PENAL 
Editorial Porrúa, Cuarta Edición 
México, 1983. 

Manuel Rivera Silva 
EL PROCEDIMIENTO PENAL 
Editorial Porrúa, Decimo Quinta Edición 
México, 1985. 

Guillermo Colín Sánchez 
DERECHO MEXICANO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
Editorial Porrúa 
México, 1986. 

Fernando Arilla Bas 
EL PROCEDIMIENTO PENAL EN MEXICO 
Editorial Porrúa, Onceava Edición 
México, 1988. 

Jorge Obregón Heredia 
CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL 
Editorial Porrúa, Quinta Edición 
México, 1989. 

Jesús Rodríguez y Rodríguez 
LA DETENCION PREVENTIVA Y LOS DERECHOS HUMANOS EN DERECHO 
COMPARADO 
U.N.A.M. 
México, 1981. 

Jesús Zamora-Pierce 
GARANTIAS Y PROCESO PENAL 
Editorial Porrúa, Cuarta Edición 
México, 1990. 



- 127 -

Eduardo Pallares 
PRONTUARIO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
Editorial Porrúa, Decimosegunda Edición 
México, 1991. 

Juan José González Bustamante 
PRINCIPIOS DE DERECHO PROCESAL PENAL 
Editorial Porrúa 
México, 1991. 

Jorge Alberto Silva Silva 
DERECHO PROCESAL PENAL 
Editorial Harla 
México, 1990. 

Rafael Pérez Palma 
GUIA DE DERECHO PROCESAL PENAL 
Editorial Cárdenas Editor y Distribuidor, Tercera edición 
México, 1990. 

LAS CONSTITUCIONES DE MEXICO 
2• Edición, Comité de Asuntos Editoriales 
México, 1991. 

HISTORIA DEL CONGRESO EXTRAORDINARIO CONSTITUYENTE DE 
1856 y 1857; por Francisco Zarco, 
Comité de Asuntos Editoriales 
México, 1990. 

Ignacio Burgoa Orihuela 
LAS GARANTIAS INDIVIDUALES 
Editorial Porrúa, 24• Edición, Pág. 788 
México, 1992. 

Tena Ramírez·Felipe.- "LEYES FUNDAMENTALES DE MEXICO" 
Editorial Porrúa, Sexta Edición 
México, 1975. 

Juventino v. Castro 
LECCIONES DE GARANTIAS Y AMPARO 
Editorial Porrúa 
México, 1974, Pág. 257 



- 12~ 

LEGISLACIONES CONSULTADAS: 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
Editorial Porrúa, 92• Edici6n 
México, 1991. 

CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL 
Ediciones Andrade, S. A., 3• Edici6n 
México, 1992. 

CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
Editorial Porrúa 
México, 1992. 

CODIGO PROCESAL PENAL DEL DISTRITO FEDERAL 
Editado por el Tribunal Superior de Justicia 
México, 1991. 



OTRAS FUENTES CONSULTADAS: 

Rafael de Piña 
DICCIONARIO DE DERECHO 

- 129 -

Editorial Porrúa, Décima Edición 
México, 1981. 

Diccionario de la Lengua Española "Real Academia Española" 
19• Edición, Tomo IIL Editorial Espasa Calpe, 
España, 1990 . 


	Portada
	Índice
	Introducción
	Capítulo I. Lineamientos Generales para la Libertad Provisional bajo Caución 
	Capítulo II. Requisitos para el Otorgamiento de la Libertad Provisional bajo Caución
	Capítulo III. La Dogmática Jurídica y los Tipos de Caución
	Conclusiones
	Anexos
	Bibliografía Consultada



